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Presentación


 Estamos ante la presentación del libro homenaje a uno de los grandes juristas de la historia del Derecho Urbanístico español: Julio Castelao Rodríguez. A su enorme saber y aportación a la doctrina del Derecho Urbanístico en España se une su enorme modestia, dado que cuando se le ha planteado la posibilidad de este libro homenaje, su respuesta ha sido una negativa rotunda por no considerarse merecedor de tal homenaje, que en cambio sí que él tributó a su buen amigo y colaborador Ricardo Santos Diez. Es evidente que ambos son un referente en el urbanismo en España tanto desde el punto de vista profesional y personal como académico, pues no hay alumno que les haya tenido que no les recuerde para siempre, de ahí que este homenaje sea casi una obligación que los firmantes de esta presentación nos hemos visto obligados a impulsar.

Julio Castelao nació en Orense en 1937. Se licenció en Derecho en la Universidad de Salamanca en 1960, en Graduado Social en el mismo año en la Escuela Social de la Universidad de Salamanca, en Ciencias Políticas en la Universidad Complutense de Madrid en 1976, y finalmente, obtuvo el doctorado en Derecho en la Universidad Complutense en 1986 con la calificación de Cum Laude por unanimidad. Además de todos estos títulos académicos, también es profesor de la EGB por oposición en 1958.

A sus títulos académicos hay que sumar sus títulos profesionales. Desde 1962, es Secretario de Administración Local de 1.ª Categoría por oposición. Es Diplomado en Gestión de Servicios Locales desde 1971, Técnico del Servicio Nacional de Asesoramiento e Inspección de las Corporaciones Locales desde 1975, directivo del Instituto de Estudios de Administración Local por concurso en dicha escala en 1982. Además, ha sido durante muchos años Profesor de Derecho Urbanístico de la Universidad San Pablo-CEU así como Abogado Colegiado n.o 55.059 del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid.

Los servicios prestados a la Administración Pública han sido muchos y de muy distinta entidad. En primer lugar, como Profesor de Enseñanza General Básica en los Cursos Académicos 1958-59 y 1.959-60. También ha sido Secretario del Ayuntamiento de Orense durante los años 1964 y 1965, Secretario del Ayuntamiento de Nogueira de Ramuín 1966-1973, en Comisión de Servicios, Jefe del Gabinete Técnico de la Alcaldía de Orense en 1970 y 1971, Técnico del Servicio Nacional de Asesoramiento e Inspección de Corporaciones Locales de 1973 a 1.979, inspector General de Servicios del Ministerio de Educación y Ciencia durante el año 1975, en Comisión de Servicios, Secretario General de la Dirección General de Administración Local desde febrero de 1979 hasta mayo de 1982, Director del Centro de Relaciones Interprovinciales del Instituto de Estudios de Administración Local, de mayo de 1982 a noviembre de 1987 así como investigador del Instituto Nacional de Administración Pública, 1987 a 1992.

De otros servicios prestados a la administración pública se puede destacar que ha sido profesor en numerosos Cursos impartidos a funcionarios locales, en el Instituto de Estudios de Administración Local, Vocal en Tribunales de Oposiciones a ingreso al Cuerpo de Secretarios de Administración Local, Vocal del Tribunal Calificador de los Concursos de Méritos para provisión de plazas de los Cuerpos Nacionales (O.M. 10.10.1979), Secretario del Comité Organizador de la IV Conferencia de Ministros Europeos responsables de la Administración Local del Consejo de Europa (1980), Asesor del Ayuntamiento de Madrid para su reforma administrativa, en representación del Ministerio de Administración Territorial (1980), Representante del Ministerio de Administración Territorial en la Comisión Interministerial creada para el estudio de la nueva ordenación de las enseñanzas y la profesión de Asistente Social, Representante de la Dirección General de Administración Local en la Comisión Interministerial de Ordenación Alimentaria; Vocal del Consejo de Administración del Canal de Isabel II en representación del Ministerio de Administración Territorial; Representante de la Dirección General de Administración Local en la Comisión Interministerial para planificar la integración de los Colegios Universitarios adscritos en las respectivas Universidades; Vocal del Comité Organizador de los XIV Estados Generales de Europa, celebrado en Madrid (Septiembre, 1981); Representante de la Dirección General de Administración Local en la Comisión Ministerial de Movilización; Representante del INAP en la Comisión Técnica de Formación de la Comisión Nacional de Protección Civil.

Como docente, su trayectoria es igualmente ingente en materia de Derecho Urbanístico y Derecho Administrativo, tanto para profesionales como para empleados públicos. Comenzó en 1988 en la Universidad San Pablo CEU y en el INAP, colaboración que extiende hasta la actualidad. A partir de 1990 también empezó a colaborar con el CEMCI de Granada (antigua sede del INAP). A partir de 1991 también ha colaborado con la Universidad Carlos III y con otras muchas instituciones públicas y privadas como la Comunidad Autónoma de Madrid, la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, la Comunidad Autónoma de Murcia, la Federación de Municipios de Cantabria, la Diputación Provincial de León, el Colegio de Secretarios, Interventores y Tesoreros de Jaén, el Consultor de los Ayuntamientos, ASERLOCAL, Club Zayas, Fundación Salud y Sociedad, Price Waterhouse, Escuela de Práctica Jurídica de la Universidad Complutense, Consultores de las Administraciones Públicas, Comunidad Autónoma de Canarias, Colegio Oficial de Secretarios, Interventores y Tesoreros de Administración Local de Vizcaya, Escuela de Práctica Jurídica Univ. Complutense, Colegio de Abogados de Madrid, Ayuntamiento de Vigo, Diputación de Avila, CISS PRAXIS.

Asimismo como docente también hay que destacar que desde 2005, es un ponente de referencia en el Programa de Urbanismo del Instituto Español de Estudios de Urbanismo dirigido por Alejandro Criado, docencia que en la actualidad continúa impartiendo licencias urbanísticas.

Respecto a sus publicaciones, son muchísimas tanto de libros como de artículos en revistas especializadas, pudiendo hacer referencia a los siguientes libros: La nueva Ley de Régimen Local, 1985; Manual de Organización y Funcionamiento de las Entidades Locales, 1990, INAP; Manual Práctico de Elecciones Municipales, 1991; El Término Municipal. Extensión y alteraciones, 1994, El Consultor; Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales (2.ª Ed.), 1997, El Consultor; Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales (3.ª Ed.), 2011, El Consultor; Manual de Licencias Urbanísticas, 2011, El Consultor.

En colaboración, ha participado en los siguientes manuales: Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local. Concordancias y referencias (en colaboración), 1985, EAL Granada; La nueva legislación del Régimen Local español (en colaboración), Vol. I, 1987, Aranzadi; La nueva legislación del Régimen Local español (en colaboración). Vol. II, 1991, Aranzadi; La nueva legislación del Régimen Local español (en colaboración), Vol. III, 1991, Aranzadi; Diccionario Jurídico (en colaboración), 1991, Espasa Calpe; Manual de Personal al Servicio de las Entidades Locales, 1993, Bayer Hnos; Derecho Administrativo, II, Parte Especial (en colaboración con otros profesores de Derecho Administrativo), 1995, Universitas; Guía práctica del Regidor Municipal (en colaboración), 1995, Bayer Hnos; Derecho Urbanístico; Manual para juristas y técnicos (en colaboración), 1995, El Consultor; Manual de Personal al Servicio de las Entidades Locales (2.ª Ed.), 1996, Bayer Hnos.; Régimen Local y Autonómico (en colaboración con los Profesores de la Universidad San Pablo-CEU, González Quinzá y Villar Ezcurra),1996, Universitas; Contratos de las Administraciones Públicas (2.ª Ed.); La práctica del Urbanismo. Efectos de la STC 61/97 sobre el Ordenamiento Urbanístico (en colaboración), 1997, El Consultor; Derecho Local Especial ,Tomo I (en colaboración), 1997, El Consultor; Derecho Administrativo Práctico (1.ª Ed.) (en colaboración), 1998, Tirant lo Blanch; Comentarios a la Ley 6/98 (en colaboración), 1998, El Consultor; Manual Jurídico de la profesión médica (en colaboración), 1998, Dyckinson; Derecho Administrativo, II Parte Especial (en colaboración) (2.ª Ed.), 1998, Ed. Universitas; Elecciones Locales (en colaboración con Juan D’Anjou González), 1999, FEMP ; Derecho Urbanístico (en colaboración con Ricardo Santos Diez) (3.ª Ed.), 1999, El Consultor; Guía Práctica del Regidor Municipal (en colaboración con Juan D’Anjou González) (2.ª Ed.), 1999, Bayer Hermanos; Derecho Local Especial (2 Tomos, en colaboración), 1999, El Consultor; Derecho Administrativo Práctico (en colaboración) (2.ª Ed.), 1999, Tirant lo Blanch; Régimen del suelo y Valoraciones (en colaboración) (2.ª Ed.), 2000, El Consultor; Contratos de las Administraciones Públicas (2.ª Ed.), 2000, El Consultor; Derecho Urbanístico de Castilla y León (en colaboración), 2000, El Consultor; Derecho Urbanístico (en colaboración con Ricardo Santos Diez) (4.ª Ed.), 2000, El Consultor; La reforma del procedimiento Administrativo (en colaboración) (2.ª Ed.), 1999, Dyckinson; Derecho Local Especial (2 Tomos, en colaboración), 1999, El Consultor; Derecho Administrativo Práctico (en colaboración) (3.ª Ed.), 2000, Tirant lo Blanch; Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid, 1999, Comunidad de Madrid; Modificaciones y panorama actual del Régimen Local Español, 2000, CEMCI; Homenaje a Jordana de Pozas (en colaboración), 2000, Universidad Complutense; Estudios de Derecho Urbanístico de Galicia (en colaboración), 2000, Ayuntamiento de Vigo; Derecho Urbanístico (en colaboración con Ricardo Santos Diez) (4.ª Ed.), 2001, El Consultor; Diccionario Jurídico (en colaboración) (2.ª Ed.), 2001, Espasa-Calpe; Derecho Urbanístico (en colaboración con Ricardo Santos Diez) (4.ª Ed.), 2002, El Consultor; Derecho Administrativo Práctico (en colaboración) (4.ª Ed.), 2001, Tirant lo Blanch; Estudios de Derecho Urbanístico de Madrid (en colaboración), 2002, El Consultor; Estudios de Derecho Urbanístico de Cantabria (en colaboración), 2002, El Consultor; Desarrollo sostenible y Medio Ambiente (en colaboración), 2002, Civitas; Estudios de Derecho Urbanístico de Asturias (en colaboración), 2003, El Consultor; Estudios de Derecho Urbanístico de Extremadura (en colaboración), 2003, El Consultor; Estudios de Derecho Urbanístico de Galicia (en colaboración), 2003, El Consultor; Comentarios al Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid, 2003, Comunidad de Madrid; Derecho Urbanístico de Andalucía, 2003, Aranzadi; Derecho Urbanístico de Galicia (en colaboración), 2004, El Consultor; Derecho Urbanístico de Castilla y León (en colaboración) (2.ª Ed.), 2005, El Consultor; Derecho Urbanístico (en colaboración con Ricardo Santos Diez) (6.ª Ed.), 2005, El Consultor; Derecho Urbanístico de Castilla-La Mancha (en colaboración), 2006 y 2011, El Consultor; Derecho Urbanístico de la Comunidad Valenciana (en colaboración), 2006, El Consultor; Derecho Urbanístico (en colaboración con Ricardo Santos Diez) (7.ª Ed.), 2007, El Consultor; Ley de Suelo. Comentario sistemático de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo (en colaboración), 2007, El Consultor; Ley de Suelo. Comentario sistemático del Texto Refundido de 2008 (en colaboración), 2008, El Consultor; Contratación del Sector Público Local (1.ª Ed.), 2010, El Consultor; Derecho Urbanístico de Cataluña (en colaboración), 2009, El Consultor; Derecho Urbanístico de Castilla y León (en colaboración) (3.ª Ed.), 2009, El Consultor; Derecho Urbanístico del País Vasco (en colaboración), 2008, El Consultor; Régimen Local (2 Tomos, en colaboración), 2010, El Consultor; Contratación del Sector Público Local (2.ª Ed.), 2010, El Consultor; Manual de licencias urbanísticas, 2011, El Consultor; Reglamento de Población y Demarcación Territorial, 2011, El Consultor; Derecho Urbanístico (en colaboración con Ricardo Santos Diez) (8.ª Ed.), 2012, El Consultor; Nuevo Derecho Urbanístico de Castilla y León (en colaboración), 2017, Thomson- Aranzadi; La crisis del modelo urbanístico actual. Hacia el urbanismo del siglo XXI. Homenaje a Ricardo Santos Diez, 2020, LA LEY.

Respecto a los artículos publicados han sido también muchos y muy variados: «Notas a la reforma de la Ley de Elecciones Locales. Autonomía Local»; «Los límites del "Estudio de Detalle"»; «Sentencia sobre licencias de edificación»; «Una sentencia definitoria de los Cuerpos Nacionales»; «La publicidad de las Comisiones Permanentes»; «Sentencia sobre el ingreso en la función pública»; «Sentencia que levanta suspensión de acuerdo local»; «La destitución de Alcaldes»; «Los Planes Generales y el Plan Especial»; «El Municipio Centroamericano, una tesis sobre su futuro»; «La autotutela de la Administración y el Tribunal Constitucional»; «Un centenar de Corporaciones Locales, afectadas por su informe: La gestión del Defensor del Pueblo en 1983»; «Las competencias municipales y el mar»; «Un plan de reforma interior en Barcelona»; «Las Entidades Locales, agentes del desarrollo económico Local», El Consultor; «Los ceses de Concejales y Alcaldes», CUNAL; «Las licencias urbanísticas ¿declarativas o constitutivas de derecho a edificar?», CUNAL; «El procedimiento sancionador urbanístico», CUNAL; «El Reglamento Orgánico», El Consultor; «La enajenación de los bienes Locales, CUNAL; «Los Entes Locales, el Urbanismo y el Medio Ambiente. Hacia el Estado Ambiental de Derecho», El Consultor; «Ocio, pasividad municipal y orden público», CUNAL, mayo 2002; «Los Grupos Políticos», CUNAL, junio 2002; «Derecho de acceso a Archivos y Registros», Rev. Adm. Local CAM, septiembre 2002.

Y ello sin olvidar una obra de gran utilidad en el ámbito urbanístico: El Consultor Urbanístico, libro electrónico, desde 1900 hasta la actualidad, en colaboración con RSD desde … a … y ACS y JJM desde … hasta la actualidad.

Ha sido también director de la Revista Práctica Urbanística (mensual), de 2002 a 2008, LA LEY.

Finalmente, desde la perspectiva profesional como abogado en ejercicio libre de la profesión, ha asesorado a los siguientes Ayuntamientos de la Comunidad de Madrid: El Berrueco, Las Rozas, Navas del Rey, Pozuelo de Alarcón, Villa del Prado, Villalbilla y Villamanrique del Tajo, entre otros. También ha asesorado a las siguientes entidades de Derecho Público de la Comunidad de Madrid: Canal de Isabel II, Promoción de Madrid S.A., Junta de Compensación de Valdeperales de Arriba, Junta de Compensación del PP-5 de Alcorcón. También ha asesorado a las siguientes entidades locales de otras autonomías de España, como son los Ayuntamientos de la provincia de la Coruña como Carballo, Miño y Pino, además de Morales del Vino, Motril o Piélagos. Finalmente, también ha asesorado a la Consejería de Ordenación del Territorio, Vivienda y Urbanismo de Castilla-La Mancha, la entidad Aguas de Castilla-La Mancha, la Dirección General de Política Territorial de la Comunidad Autónoma de La Rioja o el Cabildo Insular de Fuerteventura.

Las actividades citadas y otras más, justifican que, ya jubilado en la Universidad San Pablo CEU y de su despacho profesional, un grupo de sus amigos y discípulos hayamos querido ofrecerle el testimonio de nuestra amistad, respeto, gratitud y admiración.

Y lo hacemos a través de esta obra colectiva Derecho Urbanístico en España: situación actual y perspectivas de futuro. Homenaje a Julio Castelao Rodríguez, en la que se incluyen muy variadas muestras de esta realidad y normativa legal, así como de la doctrina científica y jurisprudencial que constituyen el Urbanismo español de nuestro tiempo.

La extensa obra doctrinal y científica de Julio Castelao, además de su extensísima participación en cursos y jornadas sobre derecho Administrativo y Urbanismo por toda la geografía española nos habla sobre todo de su generosidad a la hora de compartir sus extensos conocimientos con profesionales y estudiantes universitarios. Una labor de tal naturaleza sólo puede venir, no sólo de un extraordinario jurista, sino de una buena persona, cuyas profundas convicciones católicas le hacen dar testimonio de la fe con la caridad y la generosidad de su magisterio.

Julio Castelao ha dedicado su vida profesional al Urbanismo y es hoy un referente para muchos profesionales y discípulos que le leemos, le seguimos y siempre le admiraremos. Agradecemos de corazón a los grandes autores que han querido participar en este merecido homenaje y dar testimonio de su afecto y admiración a nuestro maestro y amigo, Julio Castelao Rodríguez.

Muchos recuerdos parciales de Julio desde la famosa pili-mili hasta los trabajos de distinta índole evidencian la efectividad de un magnífico amigo y la realización de una gran persona y un gran profesional y generoso amigo.

Y en el caso de Julio Castelao Simón, como hijo y continuador del homenajeado, no puedo por menos que ratificar aquella dedicatoria que le hice cuando publiqué mi libro en 2013 titulado "Código de contratación administrativa", que decía: "A mi padre, maestro, amigo". Tengo el orgullo de ser hijo de una persona que todo el mundo admira profesionalmente, pero que, si le conocieran personalmente como yo, esa faceta sería secundaria, por tratarse de un ser humano que ha dedicado su vida a ayudar a los demás en todo lo que ha podido, sin ningún límite. La mejor herencia que voy a tener es llevar su nombre y su apellido, al igual que lo tienen mi abuelo y mi hijo, y trataré de hacer honor al mismo, siguiendo los pasos, aunque sea de lejos, de quien protagoniza este homenaje, e intentando que se sienta orgulloso de lo que pueda conseguir en el mundo del Derecho, aun sabiendo que el listón está extremadamente alto.

Alejandro Criado Sánchez

Abogado. Presidente del Instituto de Estudios de Urbanismo

Julio Castelao Simón

Abogado. Socio de Castelao Estudios Jurídicos

Ricardo Santos Diez

Abogado. Doctor Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos

Licenciado en Derecho. Técnico Urbanista






Reflexiones sobre la normativa urbanística con una referencia de amistad


 Ricardo Santos Diez

Doctor Ingeniero de Caminos y Licenciado en Derecho

Estas reflexiones están elaboradas para formar parte del libro homenaje a Julio Castelao Rodríguez y enviarle con ellas un cariñoso abrazo como muestra de una perenne amistad.

Solamente se apuntará un esbozo de posible solución a uno de los principales problemas detectados en nuestro urbanismo.

Como ambos decíamos en 1994 «la historia del Derecho Urbanístico en España se inicia con las normas de ensanche y reforma interior de las ciudades del Siglo XIX, siendo la Ley del Suelo de 1956 el antecedente más importante del Derecho Urbanístico actual y cuyo modelo no ha sido alterado en lo sustancial por las normas de las distintas Comunidades Autónomas de España».

Tras 30 años (y con todas las Comunidades Autónomas gozando de sus respectivas Leyes Urbanísticas Autonómicas) podría mantenerse dicha afirmación.

El reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas derivado de la Constitución de 1978 puede resumirse de la siguiente manera:

Como señalaba la STC 61/97, de 20 de marzo:

«la competencia autonómica exclusiva sobre urbanismo ha de integrarse sistemáticamente con aquellas otras estatales que, si bien en modo alguno podrían legitimar una regulación general del entero régimen jurídico del suelo, pueden propiciar, sin embargo, que se afecte puntualmente a la materia urbanística (establecimiento de las condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio del derecho de propiedad urbana, determinados aspectos de la expropiación forzosa o de la responsabilidad administrativa)».


Tal como señala Ángela de la Cruz Mera  (1)  «cabe concluir, por tanto, que el deslinde competencial no fue tan claro como habría sido deseable, y que quizás pecó de ingenuo al reconocer las competencias exclusivas en materia de urbanismo a las Comunidades Autónomas, a la vez que declaraba como ámbitos de atribución exclusiva del Estado una serie de títulos competenciales que, sin ser urbanísticos, le permitirían condicionar de manera muy sensible la política urbanística, e incluso la territorial».

La jurisprudencia constitucional ha sido numerosa en materia de urbanismo con relación a estas otras materias de competencia estatal, lo que confirma la dificultad de acabar el modelo territorial de manera razonable.

El Estado tiene competencia exclusiva en materia de urbanismo en relación con las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla pudiendo aprobar una ley urbanística para el ámbito de dichas ciudades.

El año pasado el Estado asumió el compromiso de elaborar una Ley de Urbanismo para Ceuta y Melilla en el ámbito de un paquete de medidas ambiciosas, de diferente naturaleza, para sendas Ciudades Autónomas. A fecha de hoy nada se sabe de un posible Anteproyecto en ese sentido.

Más que hablar de la posible aplicación supletoria de esta Ley en todo el territorio nacional (algo ya muy dudoso a la vista de la STC 61/1997 y, sobre todo, teniendo en cuenta que todas las Comunidades Autónomas cuentan ya con profusa y completa legislación propia) se hablaría del indudable papel que esta ley podría jugar en el panorama nacional a modo de «Libro Blanco» del urbanismo español. Para ello tendría que ser una ley modélica, creíble, actual, y adaptada a las necesidades del s. XXI. Dicha Ley, conjuntamente con la Agenda Urbana española —está última a modo de soft law— podrían jugar un importante papel de referencia sobre unas Comunidades Autónomas que siempre se miran en la legislación estatal de modo místico.

También habría otra opción. Y es la de una Ley de Armonización. Esta vía es mucho más compleja, ya lo sabemos todos. Pero está ahí. En la denostada Constitución española. En el Grupo de expertos creado en el año 2014 está vía fue una de las recomendaciones que se plasmó en el documento de conclusiones.

Y esto es lo que se me ocurre, querido Julio, amigo del alma, tras un recuerdo siempre cariñoso por tantas sesiones conjuntas de masters, tantos libros conjuntos y, en fin, tantos trabajos en cuyo desarrollo siempre he aprendido de ti y además he podido constatar que siempre he sido deudor de innumerables favores.





	 (1) 

	de la Cruz Mera, Ángela, Diez plagas del Urbanismo español, "La crisis del modelo urbanístico actual. Hacia al urbanismo del siglo XXI. Homenaje a Ricardo Santos Diez", Edit. Wolters Kluwer, El Consultor de los Ayuntamientos, 2022, págs. 146-147.
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I. MEJORAS DEL DERECHO URBANÍSTICO







Capítulo 1 La necesaria reducción normativa aplicable al urbanismo

Alejandro Criado Sánchez

Abogado y Presidente del Instituto Español de Estudios de Urbanismo



 1.  Introducción

Como ya he dicho en la introducción, es para mí un honor poder participar en este libro de merecidísimo homenaje a un extraordinario jurista y mejor persona como es Julio Castelao. No hay más que ver la gran disposición de tantos autores de tanta calidad y prestigio para comprobar que este homenaje es más que justo y merecido.

España tiene un problema de exceso normativo y de burocracia que se debe fundamentalmente al modelo de Estado de las Autonomías, además de a un drástico empeoramiento de la calidad legislativa desde finales de los años noventa. El resultado es la existencia de una enorme inseguridad jurídica con carácter general y en especial en el urbanismo, así como la dramática anulación de planes generales de los últimos años, algo que en los años noventa prácticamente no ocurría, precisamente porque había más uniformidad legislativa, mejor calidad de las normas y menos proliferación de innecesaria normativa sectorial.

El resultado no ha sido una mejora en la calidad de las ciudades sino un mayor retraso en la tramitación y aprobación de los planes urbanísticos, un freno al progreso económico y a la generación de empleo, así como una proliferación de sentencias anulatorias de planes generales, hasta el punto de que existen ya manuales prácticos para anular el planeamiento urbanístico.

Se está a la espera de lo que va a ser una solución muy parcial y coyuntural, como puede ser una ley de seguridad jurídica en el planeamiento, cuya finalidad es mitigar los efectos de un grave problema legislativo en el ámbito del urbanismo y en otras materias.

En materia de regulación jurídica del urbanismo hay que aspirar a la mejor situación posible, para lo cual es importante no perder de vista los años dorados desde la perspectiva de la legislación urbanística y de la tramitación y aprobación del planeamiento urbanístico que fueron los años ochenta y noventa. De la misma forma tampoco debemos perder de vista los mejores años económicos de España que fue la época del desarrollismo de los años sesenta o desde el punto de vista político, la época de mayor esplendor política de España que fueron los siglos XVI a XVIII, cuando fuimos la primera potencia mundial y fuimos capaces de expandir la cultura europea por la mayor parte del continente americano creando ciudades, iglesias, hospitales y universidades.

Tampoco debemos perder la referencia de los mejores años desde el punto de vista del Derecho Administrativo en España que fueron los años cincuenta y sesenta cuando, de la mano del Catedrático de Derecho Administrativo don Laureano López Rodo, se aprobó la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958 que este año se cumplen 65 años, se creó la Escuela Nacional de Administración Pública para la formación de los funcionarios públicos, o se creó la Revista Documentación Administrativa, que fue posteriormente seguida por la Revista Española de Derecho Administrativo.

Desde esta perspectiva positivista, aunque no sea demasiado realista, se aborda el presente trabajo.

2.  La deseable existencia de una sola ley que regule el urbanismo para toda España

2.1.  La deseable y lejana opción de una reforma constitucional del modelo de Estado

No por muy difícil hay que dejar de plantear una necesaria reforma constitucional para que España vuelva a un modelo de Estado Unitario, que es el que corresponde a un país como España con una tradición de más de 500 años como país unido de forma pacífica. Los estados Federales se corresponden con países de relativamente reciente unión como es el caso de Alemania en el S. XIX. Precisamente por ese motivo, de los 200 países del mundo, apenas 4 o 5 son países con modelos de Estado federal similar a nuestro Estado de las Autonomías, que se implantó en nuestra constitución por motivos que no eran ni históricos ni de demanda social mayoritaria, sino por motivos estrictamente ideológicos y políticos. Sus resultados los vemos con un gigantesco gasto público de unos doscientos mil millones de euros al año, una enorme proliferación de burocracia y normativa, un enorme incremento de los impuestos y un grave daño a nuestra economía y a nuestro sentido de nación, cuyos efectos los estamos viviendo en los últimos meses.

Con la vuelta a un modelo de Estado Unitario, como tienen actualmente todos los países de la Unión Europea salvo España y Alemania, el Estado volvería a ser sin lugar a dudas el legislador único en materia de urbanismo y habría una única Ley de Urbanismo para toda España, así como un único desarrollo reglamentario, lo que generaría una enorme seguridad jurídica para los empresarios y promotores españoles, especialmente los que promueven en distintos puntos de España, que no tendrían que hacer frente a distintas reglamentaciones jurídicas en materia de urbanismo.

No obstante, la realidad es que el España en la actualidad, con el desarrollo de los estatutos de autonomía de segunda generación aprobados desde 2004, que han asumido competencias estatales con absoluta tranquilidad como es la competencia en materia de relaciones internacionales y comercio exterior, lo cierto es que se encuentra a medio camino entre un Estado Federal y Confederal, dado que las autonomías tienen ya casi todas las competencias propias de un Estado sin que haya quien cuestione semejante exceso jurídico y político. Por ello, dicha realidad lleva a pensar que aparentemente, España va a seguir en la dirección confederal y muy difícilmente en la dirección lógica y sensata de la centralidad.

2.2.  La reforma constitucional de los artículos 148 y 149 para que el urbanismo, la ordenación del territorio y la vivienda sean competencias del Estado

El artículo 148 en su apartado tercero establece que las autonomías pueden asumir la competencia exclusiva en materia de «Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda» y todos los estatutos sin excepción, como si de un avance en los derechos de los españoles se tratase o al menos así lo han argumentado, han asumido tales competencias.

Sin embargo, la legislación urbanística determina el contenido del derecho de propiedad de todos los ciudadanos, siendo tal competencia, lógicamente propia del Estado. Por tal motivo, si hay una competencia que sería interesante volviese a asumir el Estado, además de en materia educativa y sanitaria, sin duda sería la de urbanismo.

Pero es que la competencia en ordenación del territorio, que al final es el tradicional urbanismo provincial, tiene aún más sentido correspondiese al estado porque por «territorio», hay que entender uno de los elementos esenciales de un Estado, junto con el elemento coactivo y el pueblo o nación, por lo que teniendo en cuenta que las autonomías no tienen territorio sino delimitación geográfica del ejercicio de sus competencias, al igual que tampoco tienen pueblo o nación aunque la mayor parte de los estatutos así lo manifiesten, no tiene sentido ni razón de ser que tal competencia corresponda a las autonomías.

Finalmente, la materia de vivienda es de extraordinaria importancia y la dispersión competencial, junto con el coste público institucional aparejado, es una de las causas de la caída en picado de la construcción de viviendas protegidas en España que hemos pasado de las 100.000 anuales en los años sesenta, a las setenta mil anuales en los noventa a prácticamente en la actualidad no construirse más de 10.000 al año, habiéndose apostado con un criterio más realista por las ayudas al alquiler.

2.3.  La reforma constitucional del artículo 149.3 CE

La desafortunada sentencia 61/1997 de 20 de marzo del Tribunal Constitucional, tuvo un contenido que es una muestra del grave error de otorgar la Constitución y la Ley Orgánica del Poder Judicial la facultad de nombramiento de sus miembros al Congreso de los Diputados. Dicha sentencia estableció una interpretación absolutamente errónea de la Constitución sobre el carácter supletorio del Derecho Estatal, hasta el punto de derogar dicha cláusula de supletoriedad del artículo 149.3 CE que establece: «El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas».

Dicha cláusula de supletoriedad tiene sentido en un modelo de Estado diseñado por la Constitución según el cual, podía constituirse una parte del territorio español en una o varias Comunidades Autónomas y otra parte del territorio no constituirse en autonomías y directamente tener al Estado como legislador. Pero es que además, el artículo 148 CE establece las materias que podían ser o no asumidas por las autonomías en sus correspondientes Estatutos. Por ello, interpretar el Tribunal Constitucional que el Estado sólo puede legislar cuando tenga competencia exclusiva en una materia van contra el modelo de Estado de las autonomías que establece las materias que facultativamente podrían asumir éstas en sus estatutos.

Frente a esta desafortunada e inconstitucional consideración de la competencia supletoria Estatal, sólo cabe una aclaración al artículo 149.3 de la Constitución, que podría ser la que sigue, en negrita:

Art. 149.3. «Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas y por tanto el Estado podrá aprobar leyes de aplicación supletoria a las Comunidades Autónomas incluso en materias para las que tengan las autonomías competencia exclusiva para que les sea aplicable de forma supletoria, bien porque no hayan asumido o renunciado a tales competencias o bien por derogar sus propias normas para que les sea de aplicación el Derecho Estatal».


La actual configuración política del Congreso de los Diputados de España es evidente que hace muy difícil e incluso remoto esta posible reforma constitucional porque los planteamientos que se valoran en la actualidad van absolutamente en la dirección contraria, pero no por ello debemos dejar de plantear una reforma constitucional lógica, razonable y muy necesaria.

2.4.  La opción del ejercicio de la competencia legislativa para las ciudades de Ceuta y Melilla

Cuando el Tribunal Constitucional dictó la desafortunada sentencia de 20 de marzo de 1997 y que según mi Maestro don Eduardo Roca, fue una sentencia «inconstitucional», uno de los trabajos más destacados frente a la misma fue el artículo del gran Tomas Ramón Fernández Rodriguez que defendió con enorme énfasis el anulado en su mayor parte Texto Refundido de la Ley de Suelo de 1992 con el argumento de que el legislador estatal es competente de forma plena para aprobar dicha Ley porque es el legislador único de las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla.

La Disposición Transitoria Quinta de la Constitución establece lo siguiente sobre estas dos ciudades autónomas de centenaria españolidad:

Las ciudades de Ceuta y Melilla podrán constituirse en Comunidades Autónomas si así lo deciden sus respectivos Ayuntamientos, mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de sus miembros y así lo autorizan las Cortes Generales, mediante una ley orgánica, en los términos previstos en el artículo 144.


Por ello, al no haberse constituido en Comunidades Autónomas, afortunadamente para ellas, estas dos ciudades autónomas tienen como único legislador las Cortes, es decir, el Estado, por lo que para estas ciudades se podría tramitar y aprobar una Ley Urbanística que voluntariamente podría ser de aplicación a aquellas autonomías que así lo estableciesen.

Sin embargo, los gobiernos y asambleas legislativas autonómicas en la actualidad no aparentan tener el menor interés en tener un marco legislativo urbanístico tan sensato como la inmensa mayoría de países del mundo civilizado con un sólo legislador, ni siquiera avanzar aunque sea lentamente en esa dirección, por lo que la única posibilidad de avance se encuentra que en el futuro en que los gobiernos autonómicos sean liderados por partidos políticos del corte patriótico y conservador que avanzan con fuerza en Europa e Hispanoamérica, el más reciente, en nuestro país hermano Argentina.

3.  La necesidad de simplificación y claridad normativa

Asumiendo las dificultades de reducción de la normativa urbanística, es algo más viable y posible al menos una necesaria simplificación y claridad de la normativa urbanística, a pesar de las dificultades añadidas de la compleja transposición de la normativa de la Unión Europea sobre evaluación ambiental estratégica.

Un elemento importante en la simplificación y uniformidad normativa es que, afortunadamente, las autonomías no han sido muy creativas, por lo que el modelo de urbanismo en la inmensa mayoría de ellas es heredero de la extraordinaria Ley de Suelo de 1956 y la Ley de Suelo de 1975.

No obstante, nuevamente el instrumento de la legislación estatal con competencias en materias que inciden en el urbanismo, es la única posibilidad de uniformidad legislativa en España, que pueda dar además claridad y coherencia en las leyes urbanísticas, y por tanto se pueda conseguir una necesaria reducción y claridad normativa.

Son varios los aspectos de la legislación del Estado, que con buen criterio, desde la Ley de Suelo de 2007, ha expandido al máximo las competencias estatales con incidencia en el urbanismo para conseguir una mayor uniformidad legislativa en España y sobre todo, una igualdad de derechos de los españoles, en especial en el derecho de propiedad, en todo el territorio nacional.

Un primer aspecto son las actuaciones de transformación urbanística, que aunque su enfoque vaya dirigido a la igualdad de derechos de los ciudadanos, está obligando a una adaptación y simplificación normativa de las autonomías, que unida a su interpretación del Tribunal Supremo, está simplificando las categorías del suelo urbano.

Un segundo aspecto son las situaciones básicas del suelo, que como ya apunté en un artículo publicado en 2019, promovían la eliminación, con buen criterio, del suelo urbanizable, que es una de las herencias no positivas recibidas del suelo de reserva urbana de la Ley de suelo de 1956. De hecho, en el año 2021, la autonomía de Andalucía aprobó su Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de impulso para la sostenibilidad del territorio de Andalucía que eliminó el suelo urbanizable, estableciendo únicamente las clases de suelo urbano y rústico. Es más que probable que otras autonomías como el caso de Madrid, se sumen a esta razonable simplificación normativa.

Otro aspecto destacable es la necesaria previsión de suelo para vivienda protegida. Aunque considero que la previsión debería establecerse por cada municipio en función de su demanda y necesidades, si es bueno que desde el Estado se establezca un criterio uniforme al respecto, aunque el actual 40% no sea en absoluto razonable dado en la actualidad la construcción de viviendas de protección oficial en España es muy escasa.

4.  El exceso de normativa sectorial que afecta al urbanismo

4.1.  Consideraciones generales

En problema más preocupante en la actualidad de la legislación urbanística y del planeamiento urbanístico es la proliferación y complejidad de la normativa sectorial que afecta al urbanismo. En los años dorados del planeamiento urbanístico de los años ochenta y noventa, esta legislación sectorial era afortunadamente muy escasa, por lo que las posibilidades de anulación del planeamiento urbanístico era más que remotas. En la actualidad, la legislación sectorial es posiblemente la principal causa de inseguridad jurídica del planeamiento y por supuesto de complejidad en su tramitación.

No podemos analizar todas las normas porque son muchas, pero vamos a analizar algunas de las más importantes de las que deberían derogarse o al menos eliminarse su vinculación con el planeamiento urbanístico.

4.2.  Normativa de género

La normativa de género es posiblemente la normativa estrella en la introducción de innecesaria complejidad en el planeamiento, dado que en todo caso, y sin perjuicio de que la igualdad entre hombres y mujeres está prevista en la Constitución en el artículo 14, las políticas de igualdad deben formar parte de las políticas municipales, pero en ningún caso de la ordenación urbanística.

En relación a la «perspectiva de género» en el urbanismo, la LS15 establece lo siguiente: «c) Atender, teniendo en cuenta la perspectiva de género, en la ordenación de los usos del suelo, a los principios de accesibilidad universal, de movilidad, de eficiencia energética, de garantía de suministro de agua, de prevención de riesgos naturales y de accidentes graves, de prevención y protección contra la contaminación y limitación de sus consecuencias para la salud o el medio ambiente».

Este precepto está basado en una abundante legislación nacional que es redundante con un principio de igualdad, como son:


	
a)  Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres.

	
b)  Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno.

	
c)  Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno incluye referencias al marco normativo anterior.



Sin embargo, con independencia de lo que establezca la normativa nacional y autonómica sobre la «perspectiva de género» de las normas, la jurisprudencia considera que si bien es posible impugnar una norma por vulneración del principio de igualdad, no exige los informes de impacto de género en el planeamiento urbanístico.

La sentencia del Tribunal Supremo de 27 de octubre de 2016 (rec. 929/2017) limita la obligatoriedad de la memoria de análisis de impacto normativo sobre la igualdad de género a los reglamentos, aunque en este caso se desestima el recurso dado que «la recurrente no acierta a determinar cuáles serían las incidencias del nuevo Reglamento General de Costas en el régimen de la igualdad entre hombres y mujeres, por cuanto, como hemos expresado, la incidencia del RGC sobre la población o las zonas litorales resultan genéricas y poco cercanas a la afectación de las políticas de género».

No obstante, el TSJ de Madrid en las Sentencias 322/2017 de 19 de abril sobre el PG de Boadilla del Monte y la reciente 593/2018 de 17 de julio sobre la modificación del PG de Madrid que ordena los suelos del estadio Wanda-Metropolitano, incluye la ausencia del citado informe como una de las causas de nulidad. El argumento es que es exigible a los planes por su carácter reglamentario, haciendo una interpretación supletoria.

Sin embargo, el TS en Sentencia número 1750/2018, de 10 de diciembre (RC no3781/2017) casa la Sentencia anterior y pone las cosas en su sitio y refuta la aplicación supletoria tras la CE (con una interesante referencia a la Sentencia que anuló el POT de la Costa del sol y su voto particular), estableciendo:


	
a)  No es exigible a los planes informe de impacto de género a los planes urbanísticos, a la luz de la normativa estatal y autonómica.

	
b)  No obstante y en relación con la igualdad de género, «se pueda impugnar un plan argumentando los concretos y específicos aspectos que pudieran incidir en una ordenación de naturaleza discriminatoria».



La reciente sentencia del Tribunal Supremo de 27 de abril de 2022 supone un nuevo aire de sentido común a los informes de género que complican la tramitación de planeamiento urbanístico, estableciendo que un informe que afirma que proyecto o plan no afecta al género, es perfectamente válido. Así se pronuncia el Tribunal Supremo:


(B) La sentencia recurrida infringe la jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre el posible carácter neutro de los informes de impacto, plasmada en la STS n.o 1375/2020, de 21 de octubre (RC 6895/2018), que reitera la STS de 27 de octubre de 2016 (recurso n.o 929/2014). Y señala que la sentencia objeto del presente recurso infringe la jurisprudencia del Tribunal Supremo que ha venido a establecer que, sin perjuicio del principio de transversalidad de género, los proyectos normativos pueden ser «neutros» o «nulos» en cuanto a sus efectos en la igualdad de género, de forma que los informes incorporados al expediente pueden limitarse a constatar dicha circunstancia. Esa posibilidad de efectos neutrales de impacto normativo, también en el ámbito de la planificación territorial, había sido apreciada anteriormente por el Tribunal Supremo en la STS de 6 de octubre de 2015 (RC 2676/2012) y en la STS n.o 1903/2017, de 4 de diciembre (RC 3812/2015). Y ello sin perjuicio de que, incluso cuando no sea preceptivo ese informe, quepa impugnar y someter a ese control un instrumento de planeamiento por contravenir el principio de igualdad entre mujeres y hombres, por su carácter transversal, y atendiendo específicamente a lo dispuesto en la normativa del suelo en relación con ese principio. Esa exigencia de introducir la perspectiva de género en las políticas de las Administraciones Públicas, ha sido tratada en distintas ocasiones por nuestra jurisprudencia, pudiéndose citar nuevamente la STS de 18 de mayo de 2020, referida específicamente a la igualdad de género en el ámbito urbanístico, y que recuerda la doctrina que ya fue fijada por la misma Sala del Tribunal Supremo en su STS n.o 1750/2018, de 10 de diciembre (RC 3781/2017).

En este caso se trata de dos trámites que eran preceptivos en la tramitación del Decreto de aprobación del PATIVEL y han sido plenamente cumplidos, ya que obra en el expediente la memoria correspondiente, en la que se pone de manifiesto que el PATIVEL no produce efectos, ni positivos ni negativos, sobre los menores y adolescentes y sobre las familias de la Comunidad Valenciana, sin que se haya puesto de manifiesto en la sentencia impugnada ningún motivo por el que pueda considerarse que el plan produce un impacto indeseado en los citados ámbitos, y no concurriendo, por ende, causa de nulidad en el Decreto.



Por tanto, la normativa de género, al menos en su relación con el urbanismo, sería muy recomendable su derogación.

4.3.  Normativa sobre cambio climático

La normativa sobre el cambio climático está inspirada en la Agenda 2030 que plantea unos daños catastróficos a corto plazo para el planeta como consecuencia del cambio climático así como la urgencia en adoptar una serie de medidas que van en la dirección contraria a las libertades y la prosperidad de los ciudadanos.

Sin embargo, más de 1.600 científicos y profesionales, entre los que destacan dos premios Nobel, ya han firmado la Declaración Climática Mundial, que, bajo el título «No hay emergencia climática», justificando que el cambio climático no tendrá efectos catastróficos, por lo que tampoco son urgentes y necesarias las medidas restrictivas a la libertad y prosperidad.

En España, la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética establece en su artículo 21 lo siguiente:


Artículo 21. Consideración del cambio climático en la planificación y gestión territorial y urbanística, así como en las intervenciones en el medio urbano, en la edificación y en las infraestructuras del transporte.

1. La planificación y gestión territorial y urbanística, así como las intervenciones en el medio urbano, la edificación y las infraestructuras de transporte, a efectos de su adaptación a las repercusiones del cambio climático, perseguirán principalmente los siguientes objetivos: a) La consideración, en su elaboración, de los riesgos derivados del cambio climático, en coherencia con las demás políticas relacionadas. b) La integración, en los instrumentos de planificación y de gestión, de las medidas necesarias para propiciar la adaptación progresiva y resiliencia frente al cambio climático. c) La adecuación de las nuevas instrucciones de cálculo y diseño de la edificación y las infraestructuras de transporte a los efectos derivados del cambio climático, así como la adaptación progresiva de las ya aprobadas, todo ello con el objetivo de disminuir las emisiones. d) La consideración, en el diseño, remodelación y gestión de la mitigación del denominado efecto «isla de calor», evitando la dispersión a la atmósfera de las energías residuales generadas en las infraestructuras urbanas y su aprovechamiento en las mismas y en edificaciones en superficie como fuentes de energía renovable. 2. Para garantizar que las nuevas instalaciones de producción energética a partir de las fuentes de energía renovable no producen un impacto severo sobre la biodiversidad y otros valores naturales, se establecerá una zonificación que identifique zonas de sensibilidad y exclusión por su importancia para la biodiversidad, conectividad y provisión de servicios ecosistémicos, así como sobre otros valores ambientales. A tal fin el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico elaborará y actualizará periódicamente una herramienta cartográfica que refleje esa zonificación, y velará, en coordinación con las Comunidades Autónomas, para que el despliegue de los proyectos de energías renovables se lleve a cabo, preferentemente, en emplazamientos con menor impacto.



Es decir, esta normativa no sólo es innecesaria sino sobre todo, es innecesario el informe sectorial de los planes sobre su afección al cambio climático dada la inexistencia de urgencia climática.

4.4.  Normativa sobre «memoria histórica»

La normativa sobre «memoria histórica» tiene como objetivo una especie de revisión de la historia por parte de quienes se identifican con el bando que inició durante la Segunda República una revolución para dar paso a un régimen supuestamente mejor, pero similar en represión de las libertades y eliminación de la propiedad privada al de la Unión Soviética. Para quienes consideran como democrático ese proceso que fue frustrado por un alzamiento militar, han aprobado una serie de leyes de «memoria» para ensalzar a los que formaban parte del bando de la guerra civil que vio frustradas sus expectativas de una democracia al estilo de la unión soviética, cuyos efectos más que negativos sobre la población han sido ampliamente estudiados por autores como STEPHANE COURTOIS y otros en el «libro negro del comunismo».

Leyes autonómicas como la Ley 2/2017, de 28 de marzo, de Memoria Histórica de Andalucía regula lo que denomina «lugares de memoria democrática» para recordar a quienes lucharon en el bando marxista de la guerra y obliga a los planes urbanísticos que tenerlos en cuenta, con el correspondiente informe sectorial.

Así se deduce del artículo 29 de esta Ley, cuyo texto es similar al de otras leyes autonómicas sobre la misma materia:


Artículo 29. Protección en relación con instrumentos de ordenación del territorio, urbanismo y medio ambiente.

1. Conforme a ordenamiento jurídico, los instrumentos de planificación territorial y el planeamiento urbanístico general establecerán determinaciones de ordenación acordes con el régimen de protección establecido para los bienes respecto de los cuales se haya incoado el procedimiento de inscripción del artículo 24, o estén inscritos en el Inventario de Lugares de Memoria Democrática de Andalucía. 2. El planeamiento urbanístico general incluirá los lugares incoados o inscritos en el correspondiente catálogo urbanístico mediante ficha individualizada y con un grado de protección adecuado a la preservación de dichos bienes. 3. La Consejería competente en materia de memoria democrática emitirá informe preceptivo al planeamiento territorial e informe vinculante a los instrumentos de planeamiento urbanístico general que afecten a bienes respecto de los cuales se haya incoado el procedimiento de inscripción del artículo 24 o estén inscritos en el Inventario. 4. Los informes a los que se refiere el apartado anterior se emitirán en el plazo de tres meses. En caso de no ser emitidos en este plazo, se entenderán favorables. 5. En las actuaciones sometidas a los instrumentos de prevención y control ambiental según la legislación vigente, se adoptarán las medidas protectoras y cautelares necesarias para conservar los bienes inscritos en el Inventario de Lugares de Memoria Democrática de Andalucía. Dichas medidas y cautelas serán desarrolladas reglamentariamente.



Vemos en este artículo que en la incomprensible carrera de obstáculos de interminables trámites e informes, tenemos que añadir en autonomías como Andalucía, el informe sobre los «lugares de memoria democrática». Por tanto, con independencia del rosario de derechos fundamentales que vulnera la normativa de «memoria democrática», una causa importante para su derogación sería su innecesaria vinculación con el planeamiento urbanístico.

4.5.  Normativa de impacto en la salud

Aunque es evidente de la enorme importancia de la salud, las previsiones en materia de sanidad pública no deberían formar parte de un informe preceptivo y vinculante sino en su caso del estudio de las necesidades de dotaciones públicas que debe hacer cada municipio en función de la demanda sanitaria.

No obstante, y a pesar de que la sanidad pública en España es mejorable, la Ley 16/2011, de 23 de diciembre, de Salud Pública de Andalucía incluye dentro del rosario de trámites burocráticos de los planes, el informe sobre «impacto en la salud».

Así se deduce del artículo 60 de la citada norma, que establece lo siguiente:


Artículo 60. Las prestaciones de salud pública.

1. La prestación de salud pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 11.1 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, es el conjunto de iniciativas organizadas por las Administraciones públicas andaluzas para preservar, proteger y promover la salud de la población. Es una combinación de ciencias, habilidades y actitudes dirigidas al mantenimiento y mejora de la salud de todas las personas a través de acciones colectivas o sociales.

2. Las prestaciones en este ámbito comprenderán, además de las contenidas en el artículo 11.2 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, las siguientes:

a) La vigilancia de las desigualdades en salud y en el acceso a los servicios de salud que puedan tener su origen en diferencias socioeconómicas, de género, lugar de residencia, cultura o discapacidad.

b) La evaluación del impacto de las intervenciones para mejorar la salud de la ciudadanía.

(...)

m) La promoción y la protección de la salud en la ordenación del territorio y el urbanismo.



Un buen sistema de salud pública no requiere de normativa y trámites burocráticos sino de una buena gestión pública. A la vista está que Andalucía tiene notables carencias en materia de salud que se podrían solucionar, por ejemplo, eliminando los veintiséis millones de euros que se destinan cada año a «acción exterior» y que es competencia del Estado y destinando ese dinero a la sanidad y a contratar a más profesionales. Por ello, ese informe es igualmente prescindible y sería deseable se eliminase.

4.6.  La prevención de riesgos

Existen riesgos que son imprescindibles e incuestionables tener en cuenta en el planeamiento urbanístico, como es el caso de las inundaciones, aunque otros riesgos, siendo importantes, sin embargo sí que resulta dudoso vincularlos al planeamiento sino más bien a las políticas públicas, como es el caso de riesgos de pérdida de biodiversidad, incendios, eventos meteorológicos extremos, ascenso del nivel del mar o los de mortalidad y morbilidad derivados de las altas temperaturas, previstos en el artículo 20 de la Ley de Suelo. Tal vinculación lo que añade es complejidad al planeamiento urbanístico y riesgo de anulación judicial, además de un perjuicio indirecto en el progreso y generación de empleo que genera el urbanismo.

En relación al riesgo de las inundaciones, no son pocos los casos de daños graves en viviendas y personas cada año causados por fenómenos meteorológicos por una ausencia de previsión de los riesgos de inundación la planificación de las ciudades, aunque a decir verdad, los medios actuales de previsión de tales riesgos no son con los que se contaba hace 50 años en España.

Por ello, más allá de una razonable previsión de riesgos relativos a las inundaciones en relación a las zonas edificables, la mayoría de riesgos no deberían vincularse con el planeamiento urbanístico y deberían eliminarse de la carrera de obstáculos de la tramitación y aprobación de los planes urbanísticos.
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 1.  Introducción: el problema de la concurrencia de competencias distintas en un mismo espacio físico

Como he tenido ya más de una ocasión de señalar, i) la dinámica real del Estado de las autonomías sigue —a pesar del tiempo transcurrido desde su puesta en pie— sin responder plenamente a la lógica que le impone su carácter compuesto, especialmente cuando está en juego la ordenación territorial y urbanística; lo que se explica, entre otras razones, por ii) la inercia de la concepción de la competencia como título que confiere de suyo a su titular la exclusiva de la interpretación del círculo de intereses colectivos en que aquella se inscribe y, consecuentemente, la decisión en las materias correspondientes.

La persistencia de tal disfunción —precisada, sin duda, de superación— contrasta con la relativa rapidez de la acomodación del ejercicio de las competencias internas al de las atribuidas a la Unión Europea. En el plano interno, uno de los supuestos más conflictivos en este orden de cosas es, sin duda, el de la concurrencia de competencias en principio distintas, pero que pasan a ser concurrentes por su necesaria referencia a la organización del uso del suelo, al arreglo de determinado espacio físico, cual sucede paradigmáticamente con las sectoriales estatales relativas al demanio natural (las costas) y las infraestructuras de interés general (constitutivas de demanio artificial), especialmente los puertos y los aeropuertos. Si las primeras han venido ocupando al Tribunal Constitucional en varias ocasiones, tampoco han sido pocos los pronunciamientos que ha debido dedicar a las segundas, siempre con finalidad clarificadora de la relación entre la o las competencias estatales y la autonómica-local de ordenación territorial y urbanística.

La doctrina hasta ahora sentada sobre esta última relación continúa siendo insuficiente para someter ésta a la pertinente disciplina constitucional. Así lo prueba el surgimiento reciente de un nuevo conflicto a propósito de la modificación —por la Ley 7/2021, de 29 de diciembre, de la Generalitat Valenciana— del vigente Texto Refundido de la Ley de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje de dicha Comunidad Autónoma, que ha sido resuelto por la Sentencia del Tribunal Constitucional 63/2023, de 24 de mayo. Pues esta modificación incluye en tal texto legal la regla que —en el interior de recintos portuarios— impone (si bien puede llegar a ser excepcionada en los planes urbanísticos correspondientes) la situación de tanques para almacenamiento de productos petrolíferos combustibles de más de 5000 m3, cuya actividad no tenga interrelación de servicio con instalaciones estratégicas estatales, al menos a 1000 metros de distancia, contados desde el perímetro exterior de la instalación hasta la zona más próxima de suelos calificados como residenciales, dotacionales educativos o sanitarios y suelos de uso terciario especial. Regla ésta, más exigente que la ya establecida con carácter general para la implantación de actividades económicas que impliquen riesgos para la salud o manipulación de sustancias peligrosas (la cual remite a las normas estatales reguladoras, sin perjuicio de establecer una distancia mínima de seguridad de 500 metros, cualquiera que sea la localización, incluidos, por tanto, los recintos portuarios).

Tras la Sentencia, sin embargo, estamos donde ya estábamos, pues, como siempre, aquélla se ve obligada a:


	
i)  Recordar la doctrina sentada en la STC 40/1998, de 19 de febrero: mientras la ordenación del territorial y urbanística habilita para formular una política global para el correspondiente territorio, la estatal sectorial portuaria, aunque no persiga de forma directa la ordenación del territorio, implica una disposición sobre determinadas porciones de aquél, condicionante de la anterior política.

	
ii)  Abordar la cuestión del encaje competencial de la regla cuestionada, pues el debate versaba sobre el alcance e intensidad de la interferencia que, en la competencia estatal, es capaz de producir el ejercicio de las competencias autonómicas (en especial, la de ordenación territorial y urbanística).



Concretada así la cuestión a decidir en la presencia o no de una interferencia ilegítima en el ejercicio de las competencias estatales, el Alto Tribunal la aborda en términos confirmatorios de la debilidad tradicional de su doctrina sobre las relaciones interadministrativas. Pues la mera afirmación —conforme a dicha doctrina— de la procedencia en principio de la búsqueda de una decisión cooperativa, está lejos de merecer la conceptuación de verdadero parámetro jurídico, al implicar su invocación una inespecífica obligación del recurso a los instrumentos de la colaboración y cooperación; obligación que, en tales términos y en ausencia de toda precisión sobre su eficacia como regla jurídica del ejercicio de las competencias (y, por tanto, sobre la o las consecuencias de su inobservancia), deja enteramente en manos de los titulares de las competencias en conflicto su observancia, dada la nota de voluntariedad que caracteriza la cooperación. Tanto más cuanto que la apelación a ésta se hace seguir inmediatamente de la precisión —para el caso de no ser posible la decisión cooperativa, de la entrada en juego sin más de la determinación de cuál de las competencias en presencia deba considerarse prevalente—.

Sin perjuicio de la improcedencia ahora de entrar en el análisis detallado de los razonamientos de la Sentencia, es de todo punto pertinente destacar que:


	
—  La dificultad representada por la determinación de la competencia estatal mediante la calificación de los puertos como de «interés general» (cláusula abstracta) la cual lleva al Alto Tribunal a admitir nada menos que una suerte de competencia para determinar la propia competencia: la labor de tal definición corresponde al Estado, que dispone al efecto del pertinente margen de libertad para determinar la concurrencia de las circunstancias que permiten calificar a un puerto de interés general, si bien con el de todo punto laxo límite de no desvirtuar «el orden constitucional y estatutario de competencias» susceptible por supuesto de control externo (comprobación de la transgresión o no de los márgenes de actuación por el Estado con libertad).

	
—  El ulterior esfuerzo por precisar la noción de «interés general», no aboca en negar que la noción juegue como criterio de distribución competencial, haciendo que la competencia se extienda, no a determinadas zonas de los puertos, ni a determinado tipo de actividades portuarias, sino al puerto como tal, en sí mismo considerado, sin perjuicio de que sobre la realidad física portuaria o, incluso, la actividad en él desarrollada puedan incidir otros títulos competenciales, como, en lo que aquí interesa, los de urbanismo y ordenación del territorio (algo ya previamente establecido por el Alto Tribunal en 1998).

	
—  El resultado es la asignación a la noción de interés general de una función de modulación de la competencia autonómica sobre ordenación del territorio y urbanismo y la llegada al punto en que se estaba desde el principio, es decir, la prevalencia de la decisión estatal en tanto que la noción de interés general pasa ahora a cumplir una última función: la de ser criterio de prevalencia para solucionar los conflictos de intereses. De esta suerte, la capacidad de la decisión estatal para imponerse en punto a uso del suelo (y en esto consiste la modulación, es decir, el condicionamiento capaz de imponer la competencia estatal) reside en la distinción entre: i) los usos propiamente portuarios, cuya determinación queda extramuros de la ordenación territorial y urbanística; y ii) los usos simplemente vinculados a favorecer la interacción puerto-ciudad o recuperar instalaciones que formen parte del patrimonio histórico; usos y actividades, que no se benefician ya de ningún efecto protector de la competencia decisional estatal, al no excluir el juego de las competencias de ordenación territorial y urbanística.



Poco, si no nada, se ha avanzado, pues, en la relación de las competencias implicadas, de modo que tal relación continúa siendo una cuestión altamente problemática, que sigue siendo capaz de perturbar el correcto y eficaz funcionamiento a la hora de garantizar una eficaz operación por los poderes públicos de sus competencias y, por tanto, el tempestivo y expedito desarrollo de los cometidos y tareas correspondientes cuando afectan a espacios físicos determinados. Pues de poco sirven los pronunciamientos constitucionales que al cabo de años apelan a la cooperación y consagran una solución. Persiste, pues, la disfunción denunciada y la aspiración a su corrección, que sólo un cambio en la cultura administrativa de ejercicio de las competencias podrá hacer que sea verdaderamente operativa.

2.  El espacio litoral como supuesto paradigmático del problema

El diverso ecosistema formado por el encuentro de la tierra con el mar (y viceversa) representa un espacio peculiar y de gran importancia en países que, como España, cuenta con cerca de 8.000 km. de costa. Lo es, aunque represente un porcentaje muy pequeño de la superficie total del país, por sus características naturales, que se expresan muy bien en su calificación como «aquitorio» (1) , su alojamiento de buena parte de los ecosistemas (2) , la concentración en él de parte significativa de la población residente y flotante (3)  y su presencia nada menos que en 10 Comunidades Autónomas (y, dentro de ellas, 25 Provincias y 428 Municipios) y las dos Ciudades Autónomas. Andalucía es —tras Galicia y los dos Archipiélagos— la cuarta Comunidad Autónoma por kilómetros de costa y número de playas, y presenta, además, la peculiaridad de estar bañada su costa tanto por el océano atlántico, como por el mar mediterráneo. Cuenta con una de las legislaciones de la ordenación territorial y urbanística más recientes e inspirada, además, por la idea de la sostenibilidad (la Ley 7/2021, de 1 de diciembre —en adelante LISTA (4) —, se denomina, significativamente, de impulso de la sostenibilidad del territorio), lo que justifica sobradamente el análisis de la o las soluciones que aporta —desde el punto de vista, en concreto, de la ordenación del territorio— para la idónea ordenación del espacio litoral a fin de comprobar el estado actual de la resolución del principal problema que suscita dicho espacio, que no es otro que el ya expuesto de la concurrencia de competencias estatales, autonómicas y locales.

3.  Las previsiones de la ley andaluza de impulso para la sostenibilidad del territorio de 2021 (LISTA)

3.1.  Las características fundamentales del sistema legal ordenación territorial; la contemplación del espacio litoral

Las notas definitorias de la ordenación del territorio en la LISTA pueden resumirse, a la luz del título preliminar (5)  del texto legal y en lo que ahora importa, en las dos siguientes:


	
1.ª  Regulación conjunta con la urbanística desde su conceptuación como función pública y competencia exclusiva autonómica de carácter transversal integradora, en una estrategia común y coherente, de las políticas sectoriales, capaz de proporcionar al arreglo del suelo del soporte de una lógica supralocal garantizadora de la cohesión económica del territorio y la sostenibilidad ambiental.

	
2.ª  Traducción en la pertinente planificación que, sirviendo a la fijación de los usos del suelo y el equilibrio entre las partes del territorio, establezca (desde perspectiva del desarrollo sostenible) el pertinente marco de una gobernanza inclusiva de todas Administraciones públicas y todos los sectores económicos, profesionales y sociales.



De la regulación de la que se infieren las anteriores notas parece derivarse el otorgamiento a la ordenación del territorio de un alcance limitado al territorio en sentido estricto. Conforme al art. 2 LISTA, en efecto, comprende la ordenación, ejecución y disciplina de las actuaciones, los usos y los asentamientos que trasciendan del ámbito municipal o tengan un carácter estructurante y vertebrador del territorio, de suerte que la enumeración legal de las actuaciones con incidencia supralocal únicamente contiene una referible implícitamente al litoral: la relativa al uso y aprovechamiento de recursos naturales básicos y los suelos preservados por los instrumentos de ordenación territorial. Y ni en el listado de los fines, contenido y principios de la ordenación del territorio (arts. 3.1 y 3 y 4.2) hay mención alguna, expresa y directa, al litoral, ni más adelante, en el art. 33 (relativo al concepto y alcance de la ordenación territorial), se encuentra entre los principios a que debe responder la ordenación territorial alguno que pueda entenderse alusivo a dicho espacio (todos ellos parecen referirse, por el contrario, al arreglo del territorio en sentido estricto).

Pero esa apariencia comienza a desvanecerse con la consagración del principio de viabilidad ambiental y paisajística (6)  y la exigencia de la información de la ordenación territorial por los principios rectores de los arts. 45, 46 y 47 de la Constitución y 10 del Estatuto de Autonomía. Y desaparece ya por completo, para convertirse en su contrario, con lo dispuesto en las determinaciones legales para, justamente, la protección del litoral (arts. 35 a 37), de las cuales importar resaltar:


	
—  A título de principios básicos para la ordenación del litoral:
	
a)  La definición del «espacio litoral» (a efectos ciertamente del texto legal y, por tanto, de la ordenación territorial) por relación a la zona de influencia del dominio público marítimo terrestre determinada por la Ley estatal de costas [en adelante LC] (con exclusión de las zonas contiguas a los márgenes de los ríos).En principio, pues, el espacio natural coincide con la expresada zona de influencia (con carácter general y mínimo, una franja de 500 metros medidos a partir del límite interior de la ribera del mar). Sin embargo, esta coincidencia no es necesaria, toda vez que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística (no sólo, pues, los primeros) quedan habilitados para ampliar el espacio litoral a zonas, cuya inclusión consideren necesaria para para alcanzar los objetivos de protección y accesibilidad del litoral.

(características: art. 59.1 RLISTA).

Esta ampliación posible del espacio litoral es perfectamente congruente con la LC (art. 30.1), toda vez que ésta sólo fija un mínimo a respetar en todo caso por la ordenación territorial y urbanística, remitiendo a sus instrumentos la fijación —a partir de dicho mínimo— la anchura definitiva.



	
b)  La imposición del deber de preservación del espacio litoral de actuaciones que puedan menoscabar su conservación y puesta en valor como recurso territorial básico y de su ordenación en términos compatibles con i) la legislación básica estatal (tanto la de costas, como cualquier otra sectorial de aplicación pertinente) y ii) un desarrollo sostenible adecuado a la capacidad de acogida del territorio, con adopción de medidas que puedan contribuir a la adaptación del litoral a los efectos del cambio climático y a la mitigación de factores que acentúen éste. Concreción en art. 59. 3 RLISTA.

	
c)  Además de alguna previsión sobre la zona de servidumbre de protección del dominio público natural, la evitación, en la zona de influencia de éste, de la urbanización continua y las pantallas de edificación, procurando la localización de las zonas de uso público en terrenos adyacentes a la aludida zona de servidumbre de protección.





	
—  A título de medidas para protección espacio litoral a establecer en los planes de ordenación del territorio de ámbito subregional (en el marco de los criterios establecidos en el plan de ordenación del territorio de Andalucía.
	
i)  La delimitación del espacio litoral conforme a los principios anteriores.

	
ii)  La indicación de las zonas del espacio litoral a preservar del desarrollo urbanístico por sus funciones territoriales o sus valores naturales o paisajísticos o por deber formar parte de infraestructuras verdes.

	
iii)  Las directrices para minimizar los daños sobre personas, bienes y medio ambiente en zonas con riesgos naturales.

	
iv)  La determinación de corredores o ámbitos de conexión del sistema costero con los espacios libres interiores para proporcionar conectividad al territorio, preservando la funcionalidad de los ecosistemas y evitando su fragmentación.





	
—  A título de previsiones de protección del paisaje (a establecer en los planes de ordenación del territorio sobre la base del Convenio Europeo del Paisaje y en el marco de las estrategias y directrices fijadas por el Consejo de Gobierno autonómico; concreción en arts. 60 + catálogos de art. 60 RLISTA).
	
1.  El diagnóstico del paisaje de que se trate.

	
2.  La adopción de medidas de protección de acuerdo con el plan de ordenación del territorio de Andalucía y los instrumentos de planificación ambiental y, en concreto, de determinaciones para preservar los paisajes y mejorar su calidad y percepción conforme a los criterios legales.







De modo consecuente con las anteriores prescripciones, la Ley (arts. 40.1, d) y 65.1 LISTA):


	
1.º  Impone al plan de ordenación del territorio de Andalucía el establecimiento de criterios territoriales básicos para la ordenación del espacio litoral.

	
2.º  Permite la sustitución del plan de ordenación urbana por un plan básico de ordenación municipal sólo en Municipios no litorales (además de los de menor población: menos de 10.000 hab.

	
3.º  Y, ya al regular la disciplina urbanística (arts. 153, 158 y 161.5, a) LISTA), califica como infracción la realización de actuaciones en suelo rústico incluido en el espacio litoral, precisando la no prescripción de las que se lleven a cabo concretamente en suelo rústico de zona de influencia del litoral, con atribución a la Comunidad Autónoma de competencia directa para el restablecimiento de la legalidad respecto de infracciones en suelos rústicos incluidos en el espacio litoral.



La ordenación territorial se extiende, así, desde luego al litoral, pero entendido este no de la manera más ambiciosa posible —el aquitorio—, sino como, en términos de la significación atribuida por el Diccionario de la Real Academia de la Lengua —espacio perteneciente o relativo a la orilla o costa del mar, es decir, a su parte terrestre—.

3.2.  Las competencias en el espacio litoral

La competencia autonómica en punto a la ordenación territorial y, por tanto, también del espacio litoral queda sujeta a las siguientes reglas (art. 8 LISTA):


	
a)  Ejercicio con arreglo a los principios de lealtad institucional, planificación, participación, cooperación, colaboración y coordinación, con respeto a los respectivos ámbitos competenciales (se entiende de la Administración General del Estado y de las entidades locales), con imposición a la Administración autonómica del deber de adopción de medidas de promoción y facilitación de la colaboración y la cooperación con aquellas otras Administraciones.

	
b)  Autorización para celebrar convenios interadministrativos de definición, de común acuerdo y en el ámbito de las respectivas competencias, de los términos de la realización, en la ordenación territorial y urbanística, de los intereses públicos.

	
c)  Deber de la Administración General del Estado de sometimiento, con carácter previo a su aprobación, de sus actividades de planificación con incidencia territorial a informe preceptivo de la autonómica (sobre su coherencia con las estrategias y la planificación de ordenación del territorio), sin perjuicio de los mecanismos de concertación previstos en la legislación sectorial y posibilidad en todo caso del recurso a comisiones mixtas y la proposición de acuerdos o convenios.



La LISTA aborda, pues, la decisiva cuestión de la armonización de las competencias concurrentes en el espacio litoral desde la perspectiva de la competencia autonómica de ordenación territorial. La sujeción del ejercicio de ésta a los principios generales que derivan de la lealtad institucional no añade nada al régimen estatal básico de las relaciones interadministrativas (título III de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público). Sí lo hace, por el contrario, la autorización para la celebración de convenios precisamente para la definición —conforme a una interpretación compartida de las exigencias del interés general— de la ordenación del espacio litoral; celebración que, obviamente, ha de producirse en el marco del régimen que para los convenios establecen los arts. 47 y ss. de la aludida Ley estatal, conforme se encarga de recordar la propia LISTA. Se trata de una previsión que —teniendo en cuenta la exhortación legal a la procura de la resolución de común acuerdo de toda discrepancia— merece un juicio claramente positivo, en la medida en que apunta a la inducción en las Administraciones de una cultura de abandono de toda actuación de las competencias propias de forma independiente y separada (desde la pretensión implícita de imposición a las otras unilateralmente de su resultado) y, consecuentemente, de ejercicio de dichas competencias en el sentido de búsqueda, en cada caso y en la mayor medida posible, de una definición objetiva acordada del interés general superadora de las visiones subjetivas que pudieran tener sobre las exigencias de dicho interés.

La previsión de la sujeción de los procedimientos de la Administración General del Estado de planificación o proyectación con incidencia física a informe autonómico preceptivo, no puede merecer igual opinión plenamente favorable. Por más que la previsión de un informe previo sea sustantivamente razonable, lo cierto es que es dudoso que pueda ser requerido de la Administración estatal por una Ley autonómica.

4.  Las previsiones sustantivas y competenciales de la Ley de Costas sobre el espacio litoral

El correlato de la ordenación territorial del espacio litoral es el régimen del dominio público natural, institución clave para la protección de las costas y título de base para la intervención estatal en defensa del interés general y la protección medio ambiente, que es sin duda estatal por el dato mismo de que la determinación del régimen jurídico de los bienes a que se refiere el art. 132.2 de la Constitución sólo puede estar en la disposición del legislador estatal (7) .

Como es bien sabido, entre las competencias reservadas al Estado stricto sensu en el art. 149.1 de la Constitución no figura, sin embargo, ninguna referible directamente al aludido dominio, cuya titularidad (que corresponde a dicho Estado) no sólo no es un criterio de delimitación competencial, sino que no lo aísla de su entorno, ni lo sustrae a cualesquiera competencias no basadas en ella, como tiene perfectamente establecido la doctrina del Tribunal Constitucional (8) . No obstante, la titularidad no supone nudo dominio, por lo que ella derivan competencias estatales y, en concreto, las de gestión de los bienes y también la de establecimiento de normas de su utilización y aprovechamiento garantes de la protección de su integridad (STC 149/1991, de 4 de julio).

Entre esas competencias se cuentan, por no haber sido cuestionada por el Tribunal Constitucional —salvo excepciones puntuales que no hacen al caso (9) — la constitucionalidad de los preceptos que las atribuyen, los arts. 110 y 111 LC (10) , si bien con simultánea afirmación de la competencia autonómica de ordenación del territorio, aunque matizada con la precisión de que no puede reducir aquéllas (STC 46/2007, de 1 de marzo). En particular y a pesar de la declaración por la STC 162/2012, de 30 de septiembre, de la inconstitucionalidad (por motivo puramente formal) de su restricción al ámbito terrestre (11) , sigue siendo controvertida la extensión de aquella competencia autonómica a la parte marítima del aquitorio.

5.  El aquitorio y la extensión o no de la ordenación territorial a la parte marítima del mismo

El aquitorio es hoy una realidad, en la medida en que la superficie del mar próxima a la costa es objeto ya de múltiples usos, algunos de ellos a caballo entre la tierra y el mar. Lo prueba el proceso planificador desencadenado por la Directiva 2014/89/UE, de 23 de julio de 2014, y concretado —en desarrollo de la Ley 41/2010, de 29 de diciembre, de protección del medio marino— por el Real Decreto 363/2017, de 8 de abril; proceso, que ha culminado con la aprobación por el Real Decreto 150/2023, de 28 de febrero, del plan de ordenación de cada una de las cinco demarcaciones marinas establecidas (noratlántica, sudatlántica, Estrecho y Alborán, levantino-balear y canaria). Este plan se configura como instrumento para fomentar el crecimiento sostenible de las economías marítimas, el desarrollo sostenible de los espacios marinos y el aprovechamiento sostenible de los recursos marinos. Se trata de un instrumento público y vinculante que, al igual que las estrategias marinas, tiene vigencia en principio temporal y su contenido se estructura en bloques, referidos, en lo que aquí interesa, a los principios orientadores y los objetivos de ordenación; el diagnóstico de la distribución espacial de los usos, actividades e intereses existentes en las aguas, además de las interacciones tierra-mar; y la ordenación del espacio marítimo, incluyendo disposiciones de ordenación y criterios aplicables a todos los usos, actividades y procesos, así como a la integración de las interacciones tierra-mar, con identificación de zonas de usos, actividades y procesos prioritarios, así como zonas de alto potencial para diferentes usos, actividades y procesos. Es destacable el empleo en esta planificación de las técnicas de zonificación y vinculación a usos, así como la previsión de la prevalencia de la planificación y gestión específicas de los espacios marinos protegidos existentes en la correspondiente demarcación.

Previsión esta última (relativa a los espacios marinos) relevante, porque, creada paralelamente, por la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del patrimonio natural y de la biodiversidad, la figura de «Área Marina Protegida» como una de las categorías de espacios naturales protegidos, y regulada —en aplicación de las Directivas Hábitat y Aves— la red Natura 2000 de ámbito marino (integradas en la red de áreas marinas protegidas de España y, en su caso, en la red ecológica europea) (12) , tales espacios y lugares pueden ser (y han sido ya) establecidos o, en su caso, propuestos por las Comunidades Autónomas.

La situación jurídica actual respecto a la extensión de la competencia de ordenación territorial y urbanística deriva de la doctrina constitucional y la jurisprudencia contencioso-administrativa que se explícita en la STS de 2 de julio de 2008 (rec. cas. 4583/2004) (13)  en los siguientes términos:


	
1.º  Si bien nadie discute el reconocimiento constitucional a las Comunidades Autónomas de algunas competencias en el mar, los preceptos relativos a estos títulos competenciales no definen el territorio de la Comunidad Autónoma.

	
2.º  Conforme a la doctrina del Tribunal Constitucional y la jurisprudencia del propio Tribunal Supremo los puertos y la zona marítimo terrestre deben considerarse parte del territorio municipal en que están enclavados, lo que es aplicable a la división del territorio nacional en Comunidades Autónomas, con la precisión de que el caso del mar territorial es distinto, pues en él sólo excepcionalmente pueden llegar a ejercerse competencias autonómicas, eventualidad ésta dependiente de un explícito reconocimiento estatutario o de la naturaleza de la competencia tal como resulte de la interpretación del bloque de constitucionalidad, y, por tanto, de lo que una norma estatal disponga.

	
3.º  Por ello y a tenor de la STC 38/2002, de 14 de febrero, es problemática la extensión de la competencia autonómica para la protección de espacios naturales al mar territorial, de suerte que únicamente puede alcanzar al mar territorial cuando, excepcionalmente, así lo exijan las características del espacio protegido.



En conclusión: las competencias de las Comunidades Autónomas en materia de espacios naturales protegidos no alcanzan, por regla general, al mar territorial, si bien las circunstancias y características específicas del espacio a proteger pueden demandar, en ocasiones excepcionales, que se extiendan en alguna medida sobre el mar territorial, singularmente cuando así venga exigido por la continuidad y la unidad de dicho espacio físico.

6.  El régimen legal de la zona de influencia del dominio público marítimo-terrestre, entendida como equivalente al espacio litoral de la LISTA

Del régimen legal de limitaciones a los terrenos colindantes con el dominio público marítimo-terrestre que otorga soporte al ejercicio de competencias estatales en el espacio litoral, importa destacar el relativo a la zona de influencia, no sólo porque la LISTA hace coincidir ésta con dicho espacio, sino porque, en todo caso, el régimen legal de las servidumbres no suscita, desde el punto de vista competencial, especiales dificultades (en todo caso de hará alusión a dicho régimen cuando proceda).

El régimen de la zona de influencia se contiene en el art. 30.1 LC (y el art. 29 en relación con él) e impone el respeto de las exigencias de protección del dominio público mediante la observancia de los siguientes tres criterios:


	
—  Dos especiales: uno para los tramos de costa con playa y acceso de tráfico rodado: la previsión de reservas de suelo para aparcamientos de vehículos en cuantía suficiente para garantizar el estacionamiento fuera de la zona de servidumbre de tránsito; y otro para los tramos finales de los cauces: mantenimiento de la aportación de áridos a sus desembocaduras.Estos criterios específicos para los indicados tramos de costa puede aquí, por su suficiente precisión, dejarse de lado, sin otra indicación que su permisión de la ubicación de las reservas de suelo para aparcamientos incluso en los metros de la anchura de la servidumbre de protección (en principio 94, salvo ampliación de dicha servidumbre) que del total de la misma restan descontados los 6 metros de la de la zona de tránsito, es decir, a partir de la línea exterior de esta última zona; eso sí, dejando despejada la desembocadura de los cauces que existan en la zona.



	
—  Uno general, que se descompone, a su vez, en dos: i) la adaptación de las construcciones a lo establecido en la legislación urbanística; y ii) la evitación de la formación de pantallas arquitectónicas o acumulación de volúmenes, sin que, a tales efectos, la densidad de edificación pueda ser superior a la media del suelo urbanizable programado o apto para urbanizar en el término municipal respectivo (o las clasificaciones y categorizaciones de suelo que resulten de la correspondiente legislación urbanística; en la LISTA, suelo rústico común delimitado para actuación o actuaciones urbanísticas en instrumentos de ordenación o procedimiento específico).



Es el último, el criterio general, el que plantea las principales cuestiones. Por de pronto, la de su ámbito de aplicación (que surge al mencionarse sólo una determinada clase y categoría urbanísticas de suelo). Y desde luego la de su significado y alcance para con respecto a la ordenación territorial y urbanística.

Desde el punto de vista competencial, estando dirigidos los anteriores criterios a la ordenación territorial y urbanística, la vela por su observancia justifica la competencia de la Administración General del Estado (art. 112, a) LC) para emitir informe, con carácter preceptivo y vinculante, sobre los planes y normas de aquella ordenación territorial o urbanística y su modificación o revisión, precisamente por lo que hace al cumplimiento de las disposiciones de la LC y de las normas que se dicten para su desarrollo y aplicación.

7.  La jurisprudencia constitucional y contencioso-administrativa sobre la concurrencia de competencias estatales y autonómicas (y locales) en el espacio litoral (zona de influencia del dominio público marítimo-terrestre)

Es esta una cuestión de la que se han ocupado no pocas Sentencias tanto del Tribunal Constitucional (siendo fundamental la STC 149/1991, de 4 de julio), como del Tribunal Supremo.

7.1.  La jurisprudencia constitucional

El punto de partida de esta jurisprudencia es:


	
—  De un lado, la afirmación de la inexistencia de la ordenación litoral como competencia específica, pues está integrada en la (autonómica) de la ordenación del territorio y ésta es más una política pública de gran amplitud que una concreta técnica, en cuyo desarrollo ha de tenerse en consideración la incidencia territorial de todas las actuaciones de los poderes públicos para garantizar el mejor uso de los recursos del suelo y del subsuelo, del aire y del agua y el equilibrio entre las distintas partes del territorio.

	
—  Y, de otro lado, la negación de que el objetivo de la Ley de Costas sea la ordenación del territorio, por serlo la determinación, protección, utilización y policía del dominio público marítimo-terrestre y especialmente de la ribera del mar sobre la base de dos 2 títulos competenciales del art. 149.1.1 CE (para una doble igualdad: la básica en el ejercicio del derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado al desarrollo de la persona conforme al art. 45 CE y la de todos los españoles en ejercicio del derecho propiedad afectado por los límites que la protección y servidumbres del dominio público impone a los terrenos colindantes) y del art. 149.1.23 CE (por ser la protección de la naturaleza finalidad inmediata de las normas mediante las que se establecen limitaciones en el uso de los terrenos colindantes a fin de preservar las características propias —incluso, claro está, los valores paisajísticos— de la zona marítimo-terrestre; finalidad, a partir de la cual se han de articular las competencias estatales y autonómicas.(SsTC 149/1991, de 4 de julio, y 5/2015, de 22 de enero).





Sobre las anteriores bases, se realizan ya las siguientes afirmaciones competenciales:


	
—  Es exclusiva la competencia estatal para para establecer servidumbres y limitaciones, la cual no perjudica las competencias autonómicas para la ordenación del territorio y el urbanismo, pues éstas no se ven por ella desconocidas.Esta competencia comprende las operaciones de deslinde de la zona de servidumbre de protección, en la medida en que tales operaciones tienen por finalidad determinar qué bienes concretos, qué territorios precisos, integran el dominio público marítimo-terrestre y la correlativa y consecutiva zona de servidumbre de protección, cuya finalidad es preservar los bienes demaniales.

Ello no supone dejar de reconocer la necesaria colaboración de la Administración urbanística en este ámbito. Pues la específica extensión de la servidumbre de protección y, por tanto, el trazado de la línea que marca la separación entre el territorio sujeto a esa servidumbre y la zona de influencia exige para su concreción de la actuación de la Administración urbanística, en la medida en que a esta última corresponde calificar el uso y destino de los terrenos, calificación que ha de ser tenida en cuenta, como determina la propia normativa básica, a la hora de realizar el deslinde. No obstante, ese ejercicio coordinado de las acciones concretas necesarias para establecer definitivamente el deslinde, no implica la traslación de la competencia de deslinde a la Administración urbanística. Se trata aquí de que las competencias, locales o autonómicas, en materia urbanística se proyectan de algún modo sobre la competencia estatal en materia de protección del medio ambiente, cuando en ejercicio de esta competencia se trate de efectuar las labores de deslinde, para definir, exactamente, hasta donde alcanza esa protección. Pero esa proyección de hecho, no supone una modificación de la distribución competencial.



	
—  Las Comunidades Autónomas no pueden, consecuentemente, adoptar disposición alguna al respecto, ni siquiera para reproducir con exactitud las previsiones estatales; operación ésta vedada por la doctrina sobre la lex repetita sistematizada por la STC 341/2005, de 21 de diciembre, y cuyo origen último está en la STC 10/1982, de 23 de marzo, según la cual la reproducción de normas estatales en normas autonómicas es inconstitucional cuando la Comunidad Autónoma carece de la correspondiente competencia, salvo que la reiteración de la norma estatal sea imprescindible para el entendimiento del correspondiente precepto (STC 47/2004, de 25 de marzo).Por ello, la Sentencia de 8 de marzo de 2023 (rec. 2254/2022) ha dejado ya claramente establecida la obligación de sometimiento a los deslindes marcados para la protección del dominio público marítimo terrestre por encima de cualquier determinación territorial-urbanística de los instrumentos de planificación, de modo que las decisiones de la Administración General del Estado en la zona marítimo-terrestre de dominio público estatal son vinculantes para las Comunidades Autónomas por constituir ejercicio de facultades inherentes a la titularidad estatal. Y más aún: la previa clasificación del suelo e incluso la intervención estatal en dicha actuación a través de los informes previstos en el art. 117 de la Ley de costas no puede vincular la posterior actuación estatal en materia de deslinde, ya que la naturaleza demanial de los terrenos es absolutamente distinta y diferente del ejercicio de la potestad de planeamiento concretada en la clasificación y calificación urbanística de los mismos terrenos, no pudiendo el ejercicio y actuación de esta potestad administrativa alterar la naturaleza demanial de unos concretos terrenos, ya que tal carácter no es fruto del ejercicio de una potestad discrecional —como la de planeamiento— sino, más bien, el resultado irremisible de la declaración de tal carácter demanial por concurrir las características físicas contempladas en los arts. 3 de la Ley de costas y 132 CE.

(SsTC 47/2004, de 25 de marzo; 46/2007, de 1 de marzo; 87/2012, de 8 de abril; y 137/2012, de 19 de junio).





7.2.  La jurisprudencia contencioso-administrativa

Esta jurisprudencia precisa, por de pronto, que los criterios relativos a la zona de influencia no son aplicables al suelo que era ya urbano a la entrada en vigor de la Ley.

Esta acotación del ámbito de aplicación del art. 30 de la Ley de costas descansa en la referencia que el propio precepto legal hace, según antes quedó visto, a la clasificación y categorización del suelo (aludiendo sólo al suelo susceptible de actuaciones de transformación urbanística) y su puesta en relación con la disposición transitoria tercera de la misma Ley de costas que determina: i) la aplicabilidad de las disposiciones sobre las zonas de servidumbre de protección y de influencia a los terrenos que a la entrada en vigor de la Ley estuvieran clasificados como suelo urbanizable no programado y suelo no urbanizable (o las correspondientes clases y categorías autonómicas), debiendo ya las posteriores ordenaciones o revisiones de la misma, así como todo nuevo plan capaz de legitimar actuaciones de urbanización (siempre que no se dé lugar a indemnizaciones), respetar íntegramente dichas disposiciones; ii) el mantenimiento, no obstante, del aprovechamiento urbanístico atribuido a los terrenos por el planeamiento ya entonces vigente y capaz de legitimar la ejecución de actuaciones, de modo que —salvo que se dé lugar a indemnizaciones o los planes no se encontraran en situación de en curso de ejecución— esta última puede producirse con arreglo a lo previsto para el suelo urbano; y iii) la sujeción de los terrenos clasificados como suelo urbano a la entrada en vigor de la Ley de costas a las servidumbres establecidas en ella, con la salvedad de reducción de la anchura de la servidumbre de protección a 20 metros (si bien con respeto de los usos y construcciones existentes, así como las autorizaciones ya otorgadas y la posibilidad de autorizar nuevos usos y construcciones de conformidad con los planes de ordenación en vigor, siempre que se garantice la efectividad de la servidumbre).

A lo anterior ha de sumarse la extensión del régimen anterior del suelo urbano, prevista en la disposición transitoria 1.ª de la Ley de 2013 de reforma de la de costas para los denominados núcleos o áreas delimitados por el planeamiento o la Administración urbanística (por reunir determinados requisitos de urbanización o consolidación por la edificación) previo informe de la Administración General del Estado. Pero esta extensión, cuyo alcance ha sido interpretado por la STS de 2 de diciembre de 2021 (rec. 4501/2020), sólo es aplicable si la delimitación es anterior a la Ley de costas o, aun siendo posterior, se produjo en el período comprendido entre la entrada en vigor de dicha Ley y la de la Ley de 2013.

La STS de 28 de marzo de 2023 (rec. 2254/2022) ha fijado, por último y en interpretación del expuesto régimen legal transitorio (14) , la siguiente doctrina:

«La disposición transitoria tercera de la Ley de Costas de 1988 debe interpretarse del siguiente modo: la ordenación urbanística de terrenos delimitados como suelo urbano no consolidado por la urbanización con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley de Costas e incluidos en la zona de influencia de costas ha de respetar los criterios establecidos en el artículo 30 de la Ley de Costas».


Lo que significa que la clasificación de un suelo urbano como no consolidado (susceptible de actuaciones de reforma o renovación interiores) comporta su inclusión en el ámbito de aplicación del régimen legal de la zona de influencia.

De las anteriores prescripciones resulta, para el caso de Andalucía:


	
1.º  La inaplicabilidad del régimen de la zona de influencia a los núcleos rurales tradicionales (art. 13 LISTA), toda vez que forman parte del suelo urbano.

	
2.º  La aplicabilidad, por el contrario, del referido régimen al suelo urbano no consolidado (anterior a la entrada en vigor de la Ley de costas) y, en todo caso, a los hábitats rurales diseminados, toda vez que inscritos estos últimos en el suelo rústico.



Pasa inmediatamente la jurisprudencia a efectuar una primera aproximación al régimen de la zona de influencia en los siguientes términos: i) no implica prohibición, sino únicamente limitación de la edificación mediante la fijación de límites o restricciones a la discrecionalidad del planificador, que han de ser interpretadas de forma que no se trunque la finalidad que cumplen; ii) no se traduce en una servidumbre, sino en el establecimiento de «pautas dirigidas al planificador» para evitar la formación de pantallas arquitectónicas en el borde de la zona de servidumbre de protección o la acumulación en dicho espacio eventuales compensaciones que puedan considerarse convenientes o útiles en la ordenación urbanística; iii) persigue el objetivo de preservación a través de diferentes fórmulas, una de las cuales es la aludida de formación de pantallas o acumulación de volúmenes, debiéndose interpretar la previsión sobre la densidad de la edificación sólo como un instrumento o medio cualificado para impedir las citadas pantallas o acumulación de volúmenes; y iv) puede apreciarse la concurrencia de pantallas arquitectónicas o acumulación de volúmenes, atendiendo al entorno a preservar, la configuración de la zona y la disposición, continuidad y altura de las edificaciones proyectadas, es decir, tomando en consideración los criterios que integran estos conceptos jurídicos indeterminados dotando de certeza a su apreciación.

(SsTS 14 de noviembre de 2002, rec. 1091/1999; y 25 de septiembre de 2009, rec. 553/2005).

Aborda seguidamente la cuestión competencial señalando:


	
1.  Las finalidades de preservación del dominio, que ampara el art. 45 CE, no pueden alcanzarse sin limitar o condicionar las utilizaciones del demanio y el uso que sus propietarios pueden hacer de los terrenos colindantes con él y, en consecuencia, tampoco sin incidir sobre la competencia que para la ordenación del territorio ostentan las CCAA costeras.

	
2.  Ser doctrina consolidada sobre el carácter vinculante o no del informe de la Administración General del Estado previsto en el art. 117 de la Ley de costas (doctrina atenida a, su vez, a la sentada por el Tribunal Constitucional) la que puede resumirse así:
	
2.1.-  El carácter vinculante de los informes sólo es constitucionalmente admisible cuando estos se refieran a asuntos de su propia competencia y se encuentra atenuado por el art. 117 de la Ley de costas.

	
2.2.-  Cuando la Administración General del Estado entienda que los planes urbanísticos infringen las normas sobre la zona de protección o la zona de influencia, puede objetarlos, pero su objeción no es vinculante con carácter definitivo, pues no es a ella sino a los Tribunales de Justicia a quien corresponde el control de la legalidad de las Administraciones de las Comunidades Autónomas.

	
2.3.-  Cuando, por el contrario, el informe de la Administración General del Estado proponga objeciones basadas en el ejercicio de facultades propias, su voluntad vincula a Comunidad Autónoma, que ha de modificar en concordancia los planes y normas de ordenación territorial o urbanística.

	
2.4.-  Cuando el informe negativo de la Administración General del Estado verse sobre materias que a juicio de la Comunidad Autónoma excedan de la competencia estatal, puede —en ejercicio de su competencia para la ordenación territorial y urbanística— adoptar la decisión que proceda, sin perjuicio de la posibilidad que siempre tiene la aquella Administración estatal de impugnar esa decisión por razones de constitucionalidad o de legalidad.







(SsTS de 22 de abril de 1999, rec. 2410/1993; 5 de junio de 2007; 11 de febrero de 2009; 1 de marzo y 7 de julio de 2011, rec. 386/2007; y 14 de febrero de 2014 (rec. 3937/2011).

Y concreta, finalmente, los términos del régimen de protección de la zona de influencia y su incidencia competencial, indicando:


	
1.  La regulación prevista en la Ley de costas configura un modelo de protección del litoral que incide en la regulación del suelo contenida en los instrumentos de planificación territorial y urbanística, de competencia autonómica y local, los cuales necesariamente deben integrar en su contenido tanto la regulación prevista en el texto legal sobre el dominio público marítimo terrestre como las limitaciones y servidumbres que afectan a los terrenos colindantes.

	
2.  Las previsiones de la Ley de costas sobre servidumbres y otras limitaciones a la propiedad de los terrenos colindantes, como las que derivan de la zona de influencia, son auténticos «estándares» que se imponen y deben ser respetados por el planeamiento urbanístico.

	
3.  La obligación de respeto de tales «estándares» por los instrumentos de ordenación territorial y urbanística constituye la razón de ser de la participación del Estado en su elaboración mediante la emisión de los correspondientes informes, tanto en la fase inicial como final de su tramitación; informes que, en la medida en que articulan o concilian las competencias estatales y autonómicas, tienen carácter vinculante en relación con el ejercicio de competencias propias como las atinentes al dominio público marítimo terrestre, la servidumbre de tránsito o la de acceso al mar o las que puedan derivar de otras competencias estatales sectoriales, pero no así las atinentes a la servidumbre de protección o a la zona de influencia, supuestos en los que las objeciones (no aceptadas) de la Administración General del Estado únicamente pueden hacerse valer a través de la correspondiente impugnación jurisdiccional. Esta impugnación, lejos suponer un exceso competencial, representa el ejercicio de las competencias propias en defensa de la integridad del dominio público.



(STS de 28 de marzo de 2023, rec. 2254/2022).

8.  Conclusión

Concluyendo puede decirse que resulta difícil esperar que la legislación autonómica pueda realizar, por si sola, contribuciones significativas y, menos aún, definitivas a la resolución del problema de la concurrencia de competencias en el espacio litoral. Así lo prueba el caso reciente de la LISTA, la efectividad de cuya sin duda positiva aportación sigue dependiendo en último término de la voluntad de las Administraciones implicadas a la hora del ejercicio de sus competencias. Y el cambio de cultura preciso para ello depende, a su vez, del otorgamiento a los principios que rigen las relaciones interadministrativas la eficacia que se otorga de ordinario a otros principios generales. El resultado del análisis hasta aquí efectuado no es otro, así, que seguimos estando, por lo que hace a la satisfactoria solución del problema, en la situación calificada al principio de este texto como insatisfactoria.






	 (1) 

	Acuñada por T. Parejo Navajas, La proyección de la ordenación física de uso sobre la costa y el mar próximo: la planificación del aquitorio, Ed, Iustel, Madrid 2011.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	
En la página web del Ministerio de Transición Ecológica y Reto Demográfico se dice «Los ambientes litorales constituyen áreas de transición entre los sistemas terrestres y los marinos. Conceptualmente son ecotonos, fronteras ecológicas que se caracterizan por intensos procesos de intercambio de materia y energía. Son ecosistemas muy dinámicos, en constante evolución y cambio.
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La variedad y singularidad de los ecosistemas que constituyen el litoral hacen de éste un espacio de alto valor ecológico, con una considerable diversidad biológica. Además, en la caracterización del litoral es necesario destacar los siguientes valores:


	
—  Valor estético, variedad y originalidad de sus paisajes.

	
—  Valor económico, potencialidad y diversidad de recursos naturales.

	
—  Valor educativo y recreativo.
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	Conforme al art. 4.2, b) de la LISTA, la aludida viabilidad significa que «... la ordenación propuesta deberá justificar el respeto y protección al medio ambiente, la biodiversidad y velar por la preservación y puesta en valor del patrimonio natural, cultural, histórico y paisajístico, adoptando las medidas exigibles para preservar y potenciar la calidad de los paisajes y su percepción visual. Asimismo, deberá garantizar el cumplimiento de las medidas necesarias para la adaptación, mitigación y reversión de los efectos del cambio climático».
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	Conforme a la STC 227/1988, de 29 de noviembre (si bien referida a las aguas continentales), corresponde al legislador estatal en exclusiva la potestad para excluir genéricamente del tráfico jurídico privado los bienes correspondientes, considerados como un género de bienes naturales o un recurso natural unitario, y para integrarlos en el dominio público del Estado.
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	SsTC 77/1984, de 3 de julio; 27/1988, de 29 de noviembre; 103/1989, de 8 de junio; 17/1991, de 32 de enero; y 149/1991, de 4 de julio.
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	Sí ha sido declarada la inconstitucionalidad de las competencias estatales para el otorgamiento de autorizaciones en la servidumbre de protección de dominio marítimo-terrestre o para los vertidos de tierra a mar. También han sufrido matizaciones o condicionamientos interpretativos otras competencias.
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	Entre las competencias estatales enumeradas en el art. 110 LC figuran (debe tenerse en cuenta que algunas pueden haber sido transferidas a las Comunidades Autónomas) las de tutela y policía del dominio público y de sus servidumbres (y, se entiende, limitaciones legales) y la aprobación de normas de protección de determinados tramos de costa.
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	La Ley 53/2002, de 30 de diciembre, había añadido, en efecto, un segundo párrafo al art. 114 LC con el siguiente tenor literal: «La competencia autonómica sobre ordenación territorial y del litoral, a la que se refiere el párrafo anterior, alcanzará exclusivamente al ámbito terrestre del dominio público marítimo-terrestre, sin comprender el mar territorial y las aguas interiores».
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	Definidas estas áreas como como espacios naturales designados para la protección de ecosistemas, comunidades o elementos biológicos o geológicos del medio marino, que, en razón de su rareza, fragilidad, importancia o singularidad, merecen una protección especial.
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Debe señalarse que la Sentencia de instancia (que resultó casada) había considerado que la competencia autonómica se extendía al mar sobre la base del siguiente razonamiento:

«El problema relativo a si el territorio de las Comunidades Autónomas con litoral marítimo se ciñe al "terrestre" o si se extiende también sobre el "territorio marítimo adyacente" no encuentra solución expresa en la Constitución pero en lo que hace referencia al ámbito de competencias internas del Estado —y excluidas por tanto los ámbitos en las que se aplican normas de conflicto de carácter internacional—, lo cierto es que si el propio art. 137 de la Constitución contempla que el Estado se organiza territorialmente en Comunidades Autónomas, debe entenderse que las aguas que componen el mar territorial forman parte del territorio español que, al igual que el área terrestre, está dividido en CCAA. En definitiva, si el art. 137 de la Constitución no establece ninguna distinción entre territorio marítimo y propiamente terrestre, debe interpretarse en el sentido de que a efectos de distribución de las competencias, el ámbito de actuación de las CCAA no ha de quedar limitado a la superficie terrestre. En consecuencia, la expresión del art. 2 del Estatuto de Autonomía de Baleares en el sentido de que "El territorio de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares es el formado por el de las islas", debe entenderse en el sentido de que dicho territorio insular no contempla únicamente el terrestre. No existe precepto constitucional que indique el territorio marino no pueda ser objeto de competencias por parte de las Comunidades Autónomas, sino que antes al contrario la Constitución reconoce a las CCAA algunas competencias sobre el mar —como el art. 148.1.11.ª respecto a pesca en aguas interiores—, lo que sin duda ello implica reconocer que su Administración podrá actuar en el territorio marítimo de la Comunidad Autónoma. La STC 38/2002 indica al respecto: "En el mar territorial excepcionalmente pueden llegar a ejercerse competencias autonómicas, eventualidad ésta que dependerá, bien de un explícito reconocimiento estatutario (vertidos industriales o contaminantes en aguas territoriales, salvamento marítimo: arts. 17.6 y 11 EAA) bien de la naturaleza de la competencia tal como resulta de la interpretación del bloque de la constitucionalidad (acuicultura: STC 103/1989, de 8 de junio; ordenación del sector pesquero: STC 158/1986, de 11 de diciembre; marisqueo: STC 9/2001, de 18 de enero)". Llegados a este punto debemos resaltar que lo determinante no es la naturaleza del territorio, sino la titularidad de competencias que permiten actuar sobre el mismo. El hecho de que el mar territorial sea bien de dominio público estatal (art. 132.2.º CE), no implica exclusividad de competencias del Estado para actuar sobre el mismo como viene reiterando el T.C. desde su sentencia N.o 77/1984, de modo que no importa tanto la titularidad de los bienes como la titularidad de las competencias que se ejercitan sobre el mismo (STC 227/98). La importante STC 149/1991 —sobre la constitucionalidad de la Ley de Costas— al analizar la confluencia de competencias autonómicas con la titularidad estatal de los bienes sobre las que podían proyectarse, estipuló que "la potencialidad expansiva del dominio público como título de intervención administrativa se ve drásticamente limitada por el orden constitucional de competencias". En consecuencia, reconocido que las competencias de la CAIB pueden proyectarse sobre el mar y reconocido que la naturaleza de dominio público estatal de la superficie marítima no es óbice para las competencias autonómicas —siendo incluso un dato irrelevante para resolver la controversia—, procede analizar los ámbitos competenciales en conflicto».

...

«En la medida en que la legislación básica del Estado (Ley 4/1989) con la derogación de su art. 21.3.º no establece impedimento para que la Comunidad Autónoma de Illes Balears ejerza competencias desarrollo legislativo y ejecución sobre espacios naturales protegidos sobre los espacios marítimos, no se advierte obstáculo para que la competencia autonómica mencionada se proyecte sobre el mar territorial. Cuestión distinta —y como se verá en el siguiente Fundamento Jurídico— es que dicha competencia autonómica entre en colisión con otra competencia estatal —como la competencia sobre pesca en aguas exteriores—. La STC 38/2002, de 14 de febrero, reconoce que la competencia autonómica sobre espacios naturales protegidos —aunque indique que no es la regla general—, siendo el verdadero límite la posible confrontación con competencias estatales. ... Excluidos aquellos ámbitos de posible concurrencia de competencias —que para el caso que nos ocupa se concreta en la colisión con la competencia estatal en materia de pesca en aguas exteriores—, no se advierte razón para que la competencia autonómica sobre espacios naturales protegidos se proyecte sobre una franja de mar que bordea la parte terrestre del parque (5.275 ha. de mar un total de 24.507 ha. del conjunto del parque) y que desde el punto de visto ecológico precisan de una protección conjunta ante la evidente integración e interrelación entre el espacio marítimo y terrestre. Esta necesaria interdependencia de los espacios terrestre y marino del parque natural, exige una gestión homogénea en aras del adecuado equilibrio medioambiental, máxime cuando el ámbito marítimo del parque se proyecta mayoritariamente sobre superficie de mar formado por "las aguas interiores" sobre las que la CAIB goza de competencia en materia de pesca, y que por ello las competencias estatales posiblemente afectadas sobre dicho espacio no pasan de la genérica invocación de competencias en materia de "legislación básica sobre protección de medio ambiente ... "».
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El razonamiento del Tribunal Supremo es el siguiente: «En el marco del respeto general a los derechos legalmente adquiridos, el criterio básico que se utiliza consiste en establecer la plena aplicabilidad de las disposiciones de la Ley sobre la zona de servidumbre de protección y de influencia únicamente a los tramos de costa que todavía no están urbanizados y en los que los propietarios del suelo no tienen un derecho de aprovechamiento consolidado conforme a la legislación urbanística. Solución distinta a la que se establece para las zonas urbanas o urbanizables, en las que sí se hayan consolidado tales derechos de aprovechamiento, pues en ellas no se aplican las determinaciones sobre la zona de influencia y la anchura de la servidumbre de protección se limita a 20 metros, es decir, la misma extensión que correspondía a la servidumbre de salvamento según la legislación derogada. Con los criterios de la nueva Ley se evita, así y por una parte, la incidencia sobre derechos adquiridos en términos que pudieran originar una carga indemnizatoria que gravitaría fundamentalmente sobre la Administración urbanística y, por otra parte, se excluye también la necesidad de afrontar un proceso de revisión del planeamiento que introduciría un factor de inseguridad en las expectativas de edificación.

La disposición transitoria, utilizando las categorías de suelo que contenía la legislación estatal entonces vigente (TRLS 1976), establece un régimen u otro en función de aludida incorporación al patrimonio del propietario de suelo de los derechos que derivan de la ordenación urbanística, régimen que, a grandes rasgos, supone aplicar todas las limitaciones contenidas en la nueva Ley sobre las zonas adyacentes al dominio público (zonas de servidumbre y de influencia) cuando, a su entrada en vigor, no hay aprovechamiento urbanístico consolidado o patrimonializado, esto es, cuando el proceso urbanizador o no está previsto —suelo no urbanizable o urbanizable no programado— o está previsto, pero no se ha iniciado —suelo urbanizable programado o apto para la urbanización, pero sin plan parcial aprobado—, dejando a salvo en estos casos, en coherencia con la idea medular de la disposición, los supuestos en que haya lugar a indemnización de acuerdo con la legislación urbanística. Y en cambio, si el proceso urbanizador se encuentra en curso a la entrada en vigor de la Ley (suelo urbanizable programado o apto para la urbanización con plan parcial aprobado antes de enero de 1988) o ha concluido ya, como es propio del suelo urbano, supuestos en los que, por haberse cumplido por el propietario los deberes y cargas del proceso urbanizador, se han incorporado a su patrimonio los aprovechamientos reconocidos en el plan, pudiendo hablarse de derechos consolidados y no de meras expectativas, en estos casos, no rigen las limitaciones de la zona de influencia y la zona de servidumbre de protección se reduce a 20 metros.

En definitiva, este régimen que la disposición transitoria, que excluye la aplicación de las limitaciones de la zona de influencia sólo en las urbanizaciones existentes y las que estuvieran en curso de ejecución a la entrada en vigor de la Ley de Costas de 1988, no opera hacia el futuro: las pantallas arquitectónicas que existían o estaban en curso de ejecución en la zona de influencia a la entrada en vigor de la Ley se respetan por tratarse de aprovechamientos urbanísticos ya integrados en el patrimonio del propietario, en modo alguno supone la inaplicación de las limitaciones establecidas en la Ley de costas, tras su entrada en vigor, a un derecho que sólo se ha consolidado, que sólo ha nacido al mundo jurídico, tras dicha entrada en vigor, pues sobre éste la Ley debe desplegar todos sus efectos».
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